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Introducción


 El accidente de trabajo es una institución tan compleja y de tanto interés, al verse implicados derechos constitucionales como la vida, salud y seguridad de los trabajadores (artículos 15, 35, 40.2 y 43 de la Constitución Española), que su tutela por las diferentes disciplinas jurídicas conlleva la apertura simultánea de una pluralidad de procedimientos, cuyas relaciones y trámites suscitan diversos problemas de índole procesal, como determinación del orden jurisdiccional competente, inadecuación de procedimiento, cuestiones prejudiciales, cosa juzgada, litispendencia, acumulación de acciones y procesos, litisconsorcio, reglas sobre carga de la prueba y prescripción de las acciones.

El examen de todas estas cuestiones procesales relativas al accidente de trabajo es el núcleo central de la presente obra, que compendia con sistematicidad, los diferentes problemas procesales que surgen en el marco de la multiplicidad de disciplinas, órdenes y procedimientos sobre el accidente de trabajo, analizando las diferentes propuestas de soluciones procesales.

Constituye un trabajo de indudable interés para los operadores jurídicos, ya que el éxito o fracaso de la acción, dependerá de la correcta configuración de la relación jurídica procesal, superando así los diferentes óbices procesales que se suscitan en el devenir procedimental de los litigios sobre accidente de trabajo.

El accidente de trabajo es una institución tutelada por las diferentes disciplinas jurídicas, penal, civil, administrativa, laboral (artículo 42 de la LPRL), lo cual precipita inevitablemente, la apertura simultánea de varios procedimientos, siendo necesario clarificar cuál es el orden jurisdiccional competente y cómo deben gestionarse las relaciones entre ellos, objeto de estudio en el capítulo I de la presente obra.

El orden jurisdiccional penal aborda el conocimiento del accidente de trabajo, si es de tal entidad que pueda ser calificado de delito, siendo varias las cuestiones que se plantean, ¿puede el perjudicado reservar el ejercicio de la acción civil de reclamación de daños y perjuicios a otro proceso?, ¿qué incidencia tiene el proceso penal seguido sobre el proceso laboral?, ¿debe paralizarse el proceso social?, ¿se interrumpen los plazos de prescripción de la acción de reclamación de daños?, ¿cómo se articulan las cuestiones conexas con el proceso penal que se plantean en el marco de un litigio laboral sobre accidente de trabajo?

En la resolución de estas cuestiones, rige la máxima de aplicación del principio non bis in idem, ostentando el Derecho Penal preferencia o primacía sobre los demás órdenes, con un cambio doctrinal por parte de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, al rebajar el rigor de los requisitos en su apreciación, no siendo necesaria la concurrencia de la triple identidad de sujetos, hechos y fundamentos, sino una mera identidad de elementos fácticos y fundamentos o causa, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la LISOS [STS, Sala de lo Social, de 6 de marzo de 2019 (rec. núm. 3648/2016)].

Las relaciones entre el orden jurisdiccional social y el contencioso-administrativo también irrumpen con especial énfasis en el marco del accidente de trabajo, ya que, hasta la LRJS, que amplió las competencias del orden jurisdiccional social (artículo 2.n), el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocía de los litigios sobre impugnación de las sanciones impuestas al empleador por el quebranto de las normas de seguridad que generaron el accidente de trabajo.

En la actualidad, más allá de las acciones sobre impugnación en vía judicial de las sanciones impuestas por la Administración, siguen planteándose problemas a la hora de delimitar qué orden jurisdiccional es competente, si el social o el contencioso-administrativo, para conocer de determinadas materias vinculadas con los accidentes de trabajo, a saber, las acciones sobre reclamación de daños por la defectuosa asistencia de la Mutua al trabajador accidentado, sobre el reintegro de gastos de prestaciones sanitarias derivadas del accidente laboral, o sobre el acoso laboral cuando afecta a personal funcionarial.

Conflicto de jurisdicciones que encuentra su máximo exponente en la colisión jurisdicción social vs. jurisdicción civil, para conocer de las reclamaciones de daños y perjuicios derivadas del accidente de trabajo, cuyo origen radica en los distintos posicionamientos sobre las diferentes concepciones en torno a la naturaleza de tal responsabilidad, como contractual y extracontractual, ante la ausencia de norma expresa sobre el particular y que hoy en día aparentemente se han visto superadas tras la promulgación de la LRJS, al atribuir el conocimiento de los pleitos que tengan su causa en el accidente de trabajo al orden jurisdiccional social (artículo 2b).

Colisión entre órdenes jurisdiccionales, que no obstante, sigue siendo un tema de actualidad en tanto que, recientes sentencias de la Sala Civil del Tribunal Supremo han asumido el conocimiento de los pleitos sobre reclamación de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo cuando intervienen terceros ajenos a la relación laboral [STS, Sala de lo Civil, de 3 de diciembre de 2015 (rec. núm. 558/2014)].

El capítulo II aborda los elementos subjetivos que emanan de la complejidad en la correcta configuración activa o pasiva de la relación jurídico material del accidente de trabajo (legitimación), con una indudable trascendencia procesal, en la figura procesal del litisconsorcio, que principalmente obedece a la necesidad de integrar en el proceso, a cuantos sean titulares de la relación jurídico material controvertida derivada de la intervención plural de los sujetos, más allá del clásico binomio empresario-trabajador.

La llamada al proceso de la Mutua, INSS, TGSS es obligada en los procesos de determinación de contingencia, reconocimiento de la prestación derivada del accidente de trabajo y recargo, pero qué ocurre si las resultas del accidente de trabajo perduran a lo largo del tiempo, ¿cuál es el grado de responsabilidad de estos sujetos? En líneas generales habrá que estar al criterio de la proporcionalidad [STS, Sala de lo Social, de 22 de julio de 2020 (rec. núm. 102/2018)].

También se plantea la cuestión, de si terceros ajenos a la relación laboral, como los servicios de prevención de riesgos laborales, contratistas o subcontratistas deben ser llamados en situación de litisconsorcio pasivo necesario o si responden de las resultas del recargo, existiendo un cambio de decisión jurisprudencial a raíz de la STS, Sala de lo Social, de 23 de marzo de 2015 (rec. núm. 2057/2014), en la que, cambiando la precedente doctrina de la Sala, se señala que la asunción de responsabilidades por la empresa sucesora alcanza al recargo de prestaciones por infracción de medidas de seguridad previas a la sucesión.

El capítulo III se centra en el estudio de los elementos objetivos procedimentales, distinguiendo aquellos que afectan al ámbito administrativo, de los que concurren en la fase judicial.

La correcta configuración objetiva de la relación jurídica es crucial para el éxito del devenir de la pretensión que se inste. Por ello habrá que analizar si el legislador exige algún requisito pre procesal, como la interposición de la reclamación administrativa previa, a pesar de la supresión con carácter general operada por la Ley 39/2015, que, no obstante, se mantiene en los procesos de prestaciones de Seguridad Social, sin que su no interposición conlleve la pérdida del derecho.

En el ámbito de los accidentes de trabajo, la incidencia de lo actuado en vía administrativa repercute en sede judicial, debiéndose examinar el alcance del grado de vinculación en relación con lo expuesto en demanda, y si, se puede o no reclamar un grado de incapacidad distinto al expuesto en vía administrativa.

Ya en fase judicial, las cuestiones procesales que se suscitan en el campo de la acumulación de acciones y procesos, proceden de la diversidad de procedimientos coexistentes en torno al accidente de trabajo, es decir, ¿puede el actor acumular a la acción de reclamación de daños y perjuicios derivada de accidente de trabajo, la acción de reconocimiento de la contingencia como profesional o la acción de recargo? Como se verá, son varias las posibles respuestas que pueden ofrecerse, según la propia concepción sobre la naturaleza que se dé a estas instituciones, pero la respuesta más acorde al principio de claridad organizativa procedimental es, que se tramite de forma separada la acción de reclamación de daños respecto de la acción de imposición de recargo, ello sin perjuicio de los ya más que reconocidos puntos de conexión entre ambas acciones (relación de causalidad) y que determinarán la entrada en juego de las excepciones procesales de litispendencia y cosa juzgada [STS, Sala de lo Social, de 21 de noviembre de 2019 (rec. núm. 1837/2018)].

La incidencia de la COVID 19 ha afectado en plenitud, al ámbito de las medidas cautelares, instrumento procesal prioritario para hacer valer los derechos a la vida, salud seguridad e integridad de los trabajadores más expuestos, con claras repercusiones sobre la catalogación de tal dolencia como contingencia profesional (RDL 6/2020, artículo 5; RDL 13/2020, DF1; RDL 27/2020, DA 8; RDL 28/2020, DA 10; RDL 3/2021, artículo 6).

Generándose múltiples dudas interpretativas a raíz de la asimilación a accidente de trabajo primero por el RD 6/2020 y posteriores normas, RD 13/2020, de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas del municipio, en relación con el devengo de mejoras voluntarias pactadas en convenio para accidentes de trabajo o imposición de recargo.

Habiéndose ya plasmado legalmente tras la promulgación del RD 3/2021 (artículo 6) (1)  que es enfermedad profesional, la enfermedad contraída por el personal sanitario ocasionada por el virus SARS Cov-2, a todos los efectos prestacionales.

El capítulo IV analiza las reglas sobre la carga de la prueba en el marco de los procedimientos sobre accidente de trabajo, reflejando la especialidad y tratamiento privilegiado que el legislador otorga al mismo, en tanto que se introduce por la LRJS una norma específica, el artículo 96.2 de la LRJS que plasma la propia evolución jurisprudencial sobre postulados cuasi objetivos de la responsabilidad y establece una suerte de inversión de la carga probatoria, siendo el deudor de seguridad quien debe acreditar que actuó con toda la diligencia exigible, más allá incluso de las exigencias reglamentarias.

Especialidad del accidente de trabajo que en el ámbito de la actividad probatoria se traslada al campo de las presunciones legales, presunción de laboralidad iuris tantum, cuando el accidente se produzca en tiempo y lugar de trabajo (artículo 156.3 de la LGSS), que no puede aplicarse a los accidentes in itinere (artículo 156.2 de la LGSS), pues en este accidente de trabajo el trabajador o sus causahabientes han de demostrar que concurren los requisitos del mismo, mientras que en el ocurrido en el tiempo y lugar de trabajo es el empresario o las entidades subrogadas quienes han de justificar que esa lesión no se produjo por el trabajo.

Distinto alcance en el ámbito de las presunciones tiene el accidente in misión. El accidente en misión sí tiene la consideración de accidente de trabajo pura y simplemente y le alcanza la presunción de laboralidad, puesto que en los trabajos en misión el tiempo destinado al desplazamiento se considera como de trabajo, siendo el lugar de trabajo aquél en el que en cada momento se halle el empleado a causa de la misión o encargo.

La presunción de laboralidad del artículo 156.3 de la LGSS de los accidentes acaecidos en tiempo y lugar de trabajo también puede extenderse a las enfermedades, son las denominadas enfermedades laborales.

Acepción del elemento lugar de trabajo que se ha visto afectada por la irrupción de la COVID 19, haciéndose extensiva la modalidad de teletrabajo (RDL 28/2020) con indudables riesgos laborales, tanto a nivel físico (ergonómicos) como psicosociales (tecnoestrés, tecnofatiga, depresión, aislamiento, agotamiento,…).

Debiéndose salvaguardar el derecho a la salud de los trabajadores (artículos 40.2 y 43 de la CE) con el derecho a la prevención de riesgos laborales (artículo 16 del RDL 28/2020) que en ningún caso podrá colisionar con el derecho fundamental del trabajador a su intimidad y la inviolabilidad del domicilio (artículo 18 de la CE). Hasta el punto de articularse un mecanismo de autoevaluación de riesgos por el propio trabajador (artículo 5 del RD 8/2020).

Si la enfermedad se halla catalogada en el listado del Real Decreto 1299/2006 de 10 de noviembre por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de Seguridad Social, opera la presunción iuris et de iure. Ello no implica que enfermedades no listadas no puedan obtener tal calificación, ahora bien, respecto de las mismas, para que puedan ser consideradas como tales, debe probarse que la enfermedad tuvo como causa exclusiva la ejecución del mismo. Con un análisis de la perspectiva de género en el marco probatorio, desde el momento en que los datos estadísticos oficiales muestran que existe un mayor impacto de afectación de las enfermedades profesionales sobre el género femenino.

Los capítulos V, VI y VII estudian los procedimientos judiciales que se pueden tramitar vía accidente de trabajo:


	
1.  El procedimiento de reclamación de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo cuyo trámite procedimental será el del procedimiento ordinario.

	
2.  El procedimiento especial de prestaciones de Seguridad Social, previsto en los artículos 140 y ss. de la LRJS, a través del cual se incardinarán las reclamaciones de determinación de contingencia como profesional y recargo.

	
3.  El procedimiento especial de impugnación de la sanción administrativa impuesta por infracción de normas de prevención de riesgos laborales causantes del accidente de trabajo, cuya regulación se contiene en los artículos 151 y 152 de la LRJS.



El capítulo V se centra en el estudio del procedimiento judicial ordinario en el que se incardinan las pretensiones de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo, determinando, cuál es el ámbito de aplicación de tal procedimiento, es decir, si las reglas contenidas en el mismo son o no extrapolables a otros procedimientos en que se ejercitan pretensiones sobre accidente laboral, como recargo, prestaciones de Seguridad Social o sanción por infracción de medidas de prevención de riesgos laborales.

Se examinará el plazo de prescripción de la acción de reclamación de daños y perjuicios derivados de accidente laboral, la fijación del dies a quo y las causas de interrupción de la prescripción.

Superado el óbice procesal de la prescripción, será necesario examinar la regla especial de inversión de la carga probatoria (artículo 96.2 de la LRJS) y su aplicación jurisprudencial, clave para acreditar los hechos que fundamentan la pretensión resarcitoria, a los efectos de obtener una sentencia estimatoria de la pretensión de la parte actora.

Exponiéndose cómo se relaciona este procedimiento con el de recargo, en cuanto al efecto de cosa juzgada de la sentencia, en tanto que, si bien ambos procedimientos son distintos, también gozan de identidades que necesariamente conllevan la entrada en juego del principio de vinculación del elemento común en ambos, la relación de causalidad [STS, Sala de lo Social, de 21 de noviembre de 2019 (rec. núm. 1834/2017)].

Sentencia que también en el marco de este procedimiento, está sujeta a especialidades, a la hora de fijar cuál es el montante indemnizatorio, existiendo un cambio de criterio jurisprudencial que consagra de un modo indubitado el principio restitutio in integrum, al no minorar el montante indemnizatorio por descuentos de prestaciones de Seguridad Social o daño moral [SSTS, Sala de lo Social, de 17 de julio 2007 (rec. núm. 513/2006); de 23 de junio de 2014 (rec. núm. 1257/2013)].

Sentencia que puede ser objeto de impugnación vía recurso, con particularidades propias del accidente de trabajo, ya que, en suplicación, el órgano colegiado tiene limitada la posibilidad de revisar el quantum indemnizatorio fijado por el juez de instancia, o la aplicación de criterios de flexibilización del requisito de contradicción para proceder a la admisión del recurso de casación.

El procedimiento especial del capítulo VI, artículos 140 y siguientes de la LGSS sobre prestaciones de la Seguridad Social, responde a la necesidad de articularse como un procedimiento diferenciado que recoja las especialidades propias del accidente laboral.

Estas reglas particulares se cifran en la necesidad de interponer reclamación administrativa previa (artículo 140 de la LRJS) quedando vinculada la demanda a lo en ella expuesta; la fijación de plazos específicos de prescripción de la acción en cinco años (artículo 53 de la LGSS); articulación del litisconsorcio pasivo necesario con las entidades gestoras y aseguradoras siendo intervinientes el INSS y la TGSS (artículo 141 de la LRJS); aportación del expediente administrativo a los autos, cuyo incumplimiento incide de pleno en el campo procesal, ya que puede conllevar que se tengan por probados aquellos hechos alegados por el demandante cuya prueba fuera imposible o de difícil demostración por medios distintos de aquél (artículo 142 de la LGSS); la atenuación del principio de congruencia en relación con lo expuesto en demanda [STS, Sala de lo Social, de 31 de octubre de 1996 (rec. núm. 285/1996)]; la regla de acceso al recurso por materia con independencia de la cuantía (artículo 191.3 apartado c de la LRJS); o el establecimiento de un plazo de espera, para poder despachar la ejecución, de dos meses, cuya razón de ser estriba en la propia naturaleza pública del ente contra el que se despacha ejecución, siendo necesaria la intervención de la Administración (TGSS) en la ejecución, ya que es la Tesorería la encargada de calcular el capital coste de la prestación que habrá de ingresar el sujeto obligado o responsable.

Quedando, no obstante, por resolver otra incógnita con connotaciones procesales que es la relativa a la tramitación procedimental del recargo de prestaciones, institución siempre objeto de debate por su falta expresa de regulación. Hablamos de interrogante, por las dudas suscitadas en torno al peso que su discutida naturaleza pueda tener en el marco procesal, ya que si su naturaleza es sancionadora podríamos mantener que su tramitación podría incardinarse vía aplicación del nuevo procedimiento de impugnación de sanciones del artículo 151 de la LRJS. Si fuera indemnizatoria, vía procedimiento ordinario (artículos 80 y ss. de la LRJS) y si fuera prestacional vía procedimiento de prestaciones de Seguridad Social (artículos 140 y ss. de la LRJS).

Destacándose que más allá de los posicionamientos en torno a su naturaleza, sobre la que hoy existe cierto consenso en catalogarla de mixta, lo cierto es que, aunque, el procedimiento a seguir es el de prestaciones de Seguridad Social, aún hay cierto margen interpretativo a la hora de determinar si algunas normas propias de otros procedimientos, ajenos en principio al de Seguridad Social, como la inversión de la carga probatoria del artículo 96 de la LRJS es o no a esta figura aplicable. Entiendo debe adoptarse una postura pragmática, que es la atinente a la propia concepción de responsabilidad cuasi objetiva que en su tramitación debe otorgarse y que a efectos prácticos llevaría a aplicar esa inversión en la carga probatoria, lo cual, sin duda, favorece las posibilidades de obtener una sentencia favorable a la pretensión ejercitada.

En el capítulo VII se analiza el procedimiento especial de impugnación de resoluciones administrativas sancionadoras ante la infracción de normas de prevención causantes del accidente de trabajo, cuya regulación responde a la ampliación de competencias de la LRJS (artículo 2.n), y que se contiene en los artículos, 151 y 152 de la LRJS.

La regulación de este procedimiento no es paradigma del orden o claridad, advirtiéndose una parca regulación contenida en dos únicos artículos, con diversos apartados en los que se entremezclan aspectos no del todo homologables y duplicidades, al remitirse no solo al grueso de normas del procedimiento de prestaciones de Seguridad Social (artículo 151.8 de la LRJS), sino también a las reglas especiales de procedimiento ordinario sobre accidente de trabajo y de modo supletorio a la regulación contencioso-administrativa (artículo 151.1 de la LRJS).

Pero aun siendo críticos con su redacción, al menos se demuestra una intencionalidad del legislador de recoger expresamente la nueva competencia asumida en el conocimiento de las cuestiones relativas a la impugnación de actos administrativos, sanciones (artículo 2n de la LRJS), que en lo que aquí interesa se enmarcan en la infracción de normas de prevención que son el detonante del acaecimiento del accidente de trabajo.

Por último, se incorporan dos anexos de indudable interés práctico para el lector. Un primer anexo orientado a un elenco de preguntas/respuestas sobre las cuestiones principales de interés procesal en el marco de los accidentes de trabajo. Y un segundo anexo en el que encontrará modelos de interposición de demanda y recursos, sobre los principales procedimientos de accidente de trabajo, con notas al margen sobre aquellos aspectos formales que deben estar presentes en la correcta configuración de los mismos.





	 (1) 

	
Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas para la reducción de la brecha de género y otras materias en los ámbitos de la Seguridad Social y económico. Artículo 6: «Prestaciones causadas por las y los profesionales de centros sanitarios y socio sanitarios que durante la prestación de servicios sanitarios o socio sanitarios han contraído el virus SARS-CoV-2 en el ejercicio de su profesión.

1. El personal que preste servicios en centros sanitarios y sociosanitarios inscritos en los registros correspondientes que, en el ejercicio de su profesión, durante la prestación de servicios sanitarios o socio-sanitarios, haya contraído el virus SARS-CoV-2, dentro del periodo comprendido desde la declaración de la pandemia internacional por la Organización Mundial de la Salud hasta el levantamiento por las autoridades sanitarias de todas las medidas de prevención adoptadas para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el mencionado virus SARS-CoV-2, tendrá las mismas prestaciones que el sistema de la Seguridad Social otorga a las personas que se ven afectadas por una enfermedad profesional.

2. Los servicios de prevención de riesgos laborales deberán emitir el correspondiente informe donde se haga constar que en el ejercicio de su profesión ha estado expuesto al virus SARS-CoV-2 por la prestación de servicios sanitarios o socio-sanitarios.

3. Una vez acreditado el contagio del virus en el ámbito temporal establecido en el apartado 1, y aportado el informe previsto en el apartado 2, se presumirá, en todo caso, que el contagio se ha producido en el ejercicio de su profesión en la prestación de servicios sanitarios o socio-sanitarios.

4. La entidad responsable de dichas prestaciones será aquella que cubriera las contingencias profesionales en el momento de producirse la baja médica por contagio de la enfermedad».
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Capítulo I Jurisdicción y competencia en el accidente de trabajo


 El accidente de trabajo es una institución que genera numerosa litigiosidad, al verse implicados derechos constitucionales como la vida, salud y seguridad de los trabajadores (artículos 15, 35, 40.2 y 43 de la Constitución Española), siendo esta la principal razón por la que las diferentes disciplinas jurídicas pretenden su ordenación, dando pie a los distintos órdenes jurisdiccionales, penal, administrativo, civil y laboral, a reclamar para sí el conocimiento de estos pleitos, arbitrando múltiples respuestas: correctivas, de sanción, protección o reparación del siniestro y que, en definitiva, tratan de paliar los posibles efectos desfavorables que se generan cuando tiene lugar el acontecimiento dañoso o accidente laboral.

Esta yuxtaposición de planos por parte de los distintos órdenes jurisdiccionales conlleva la necesidad de clarificar cuál es el orden jurisdiccional competente y cómo deben gestionarse las relaciones entre ellos.

La prioridad para alcanzar una solución o respuesta uniforme en torno a la clarificación de orden jurisdiccional competente se configura como crucial en aras de garantizar la seguridad jurídica (artículo 9.3 de la CE), y unidad de la causa, evitando la dispersión o disgregación de la misma y ahorrando a la víctima un posible peregrinaje judicial en búsqueda de la jurisdicción competente.

Es necesario preservar la uniformidad de enjuiciamiento evitando posibles sentencias contradictorias y proporcionando al mismo tiempo una tutela judicial efectiva (artículo 24 de la CE).

En definitiva, a nadie interesa una dispersión normativa ni jurisprudencial, por cuanto los diferentes enfoques jurisdiccionales llevan a soluciones aparentemente contradictorias, con diversas implicaciones no solo en la aplicación de las reglas sobre la carga probatoria, sino también en otros ámbitos como el de reparación del daño y declaración de compatibilidad de prestaciones.

1.  Consideraciones generales

La cuestión de conflictividad jurisdiccional y competencial de los accidentes de trabajo, como cuestión procesal de índole primordial requiere efectuar de unas consideraciones generales para encuadrar correctamente el enfoque de la cuestión.

Así, es necesario destacar que una de las principales características que definen a los accidentes de trabajo es, que los mismos generan una gran litigiosidad y esta nota inherente a ellos, explica la razón de ser del conflicto.

Es decir, es lógico que si los datos estadísticos demuestran y evidencian que se producen a nivel nacional e internacional un gran número de accidentes laborales (1) , las reclamaciones sobre las resultas del accidente de trabajo se judicialicen, y los distintos órdenes jurisdiccionales aborden el conocimiento de estos pleitos desde los distintos planos de sanción, reparación y prevención.

Este gran problema que supone para la salud y seguridad de los trabajadores (artículo 40.2 de la CE), las altísimas tasas de accidentes de trabajo en el mercado laboral, tanto a nivel nacional como internacional no es algo nuevo.

Ya el maestro ALONSO OLEA, M. calificó al accidente de trabajo como un «riesgo espectacular y de extraordinaria frecuencia»  (2)  al ser notorio que cada año millones de hombres y mujeres mueren, sufren heridas o quedan inválidos a causa de un accidente de trabajo.

Conviene por tanto tener presente que, según datos de la OIT, el número de accidentes y enfermedades relacionados con el trabajo, anualmente se cobra 2,3 millones de vidas. Los fallecimientos derivados de contingencia profesional superan con mucho, en el mundo, a los accidentes de tráfico (999.000), guerras (502.000), violencia (563.000) o sida (312.000). En sus últimas estimaciones, la OIT descubrió que además de las muertes relacionadas con el trabajo, cada año los trabajadores son víctimas de unos 268 millones de accidentes no mortales que causan ausencias de al menos tres días de trabajo y unos 160 millones de nuevos casos de enfermedades profesionales. Los accidentes y las enfermedades profesionales son responsables de que alrededor del 4 por ciento del PIB mundial se pierda en concepto de pago de compensaciones y ausencias del trabajo (3) .

En España, conforme a los datos estadísticos oficiales, se contabilizaron hasta septiembre de 2020, 348.862 accidentes laborales con baja, de los cuales 309.453 se cifraron en el lugar de trabajo y 40.409 fueron siniestros in itinere. Estas cifras muestran un cierto descenso frente a las contabilizadas en el año 2016, en que se produjeron 555.722 accidentes de trabajo con baja, con un incremento de un 5% respecto de los acaecidos en el año 2015 (4) .

Tasas sobre accidente de trabajo que, asimismo, se han visto alteradas por la irrupción COVID en el mercado laboral, ya que, los datos oficiales indican que en el año 2020 han fallecido 543 trabajadores, 36 más que en el mismo período de 2019, con un incremento en valores relativos del 7,1%, reconociéndose que 17 de estos fallecimientos derivan de la causa COVID (5) .

Estas cifras explican que una de las principales preocupaciones del legislador, tanto a nivel nacional como internacional, consista precisamente en atajar los altos índices de siniestralidad laboral, otorgando una especial atención a las contingencias profesionales, articulando reglas especiales tendentes a proveer una mayor cobertura asistencial al trabajador o familiares afectados, que permiten hablar de un trato privilegiado a las contingencias profesionales (6) .

2.  Evolución histórico-normativa nacional de la cuestión competencial

El análisis de la evolución histórico-legislativa relativa al accidente de trabajo permitirá constatar cómo la ausencia de criterios legales de atribución competencial, contribuyen a potenciar la disparidad interpretativa por parte de los distintos órdenes jurisdiccionales, a la hora de asumir la competencia de los litigios dimanantes de un accidente laboral.

2.1.  Inicial protección legal del accidente de trabajo

Los mecanismos de protección legal del accidente de trabajo se incardinaron en un primer momento en las reglas de protección de la vida e integridad física de los trabajadores, desde el punto de vista de la prevención.

Eran normas de derecho sustantivo que no contenían aspectos procedimentales, y se centraban en establecer ciertos cánones de mínimos vinculados a la edad en el trabajo y el sector, minero y ferrocarril.

Así, entre otras, se pueden reseñar: el Real Decreto de 4 de julio de 1825, Leyes de 11 de abril de 1849 y 6 de julio de 1859; el Decreto de 29 de diciembre de 1868, culminando en la Ley de 24 de julio de 1873, que se ha denominado el «origen» del movimiento obrero (7) .

Otras normas que se referían a la protección desde el plano sustantivo del accidente de trabajo eran: el RD 11 de junio de 1886 sobre condiciones generales en la contratación de obras públicas y el RD de 11 de enero de 1887 creando un asilo para los inválidos del trabajo y el RD de 9 de agosto de 1894, relativo al servicio de estadística de trabajo.

2.2.  La Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 y su impacto sobre la normativa ulterior

La Ley de Accidentes de Trabajo de 30 de enero de 1900, es como su propio nombre indica una norma integral que trata de sistematizar bajo un único texto normativo, las distintas cuestiones tanto de índole sustantivo como procesal, que caracterizan al accidente de trabajo, bajo la indiscutida premisa de protección social o protección del trabajador accidentado.

La ley traza un concepto de accidente de trabajo que sirve de piedra angular al concepto actual de accidente de trabajo (artículo 2 de la LAT) (8) , introduciendo un sistema tasado de indemnizaciones (artículo 4 de la LAT) (9) , y perfilando una nítida diferenciación entre contingencia común y profesional, desde el momento en que en su artículo 16 declaraba que: «Todas las indemnizaciones por daños y perjuicios por hechos no comprendidos en la presente ley quedan sujetos a las prescripciones de Derecho común». También preveía el concepto de recargo consistente en un incremento de la indemnización, lo cual suponía introducir el concepto de prevención de riesgos (artículo 5.5 de la LAT) (10) .

La ley parte del principio de objetivación de la responsabilidad empresarial, cuya repercusión sobre el plano procesal es patente, al alterar las reglas sobre la carga de la prueba. Ya no es el trabajador quien tiene la carga de la prueba, sino que la misma se desplaza al empresario, quien, como deudor de seguridad asume el riesgo que, para el trabajador, comporta su prestación de servicios en la empresa, por lo que tiene la carga de probar que actuó debidamente.

En efecto, al introducir la noción del riesgo profesional, se supera la idea de imputación de la responsabilidad por culpa, se especializa la materia frente a la aplicación de las normas de derecho común, y se alteran las reglas sobre quién debe probar los hechos.

Es decir, si se abandona la idea de responsabilidad por culpa, según la cual el trabajador debe acreditar que el empresario ha incurrido en negligencia, y se acepta la teoría del riesgo, se facilita al trabajador acreditar su pretensión, ya que el patrono asumirá la responsabilidad salvo los «casos en que notoriamente sean debidos a un acto involuntario o negligencia inexcusable de la víctima o resultado de fuerza mayor, como consecuencias naturales, hechos inherentes a la explotación industrial» (Exposición Motivos de la LAT).

Este concepto de responsabilidad objetiva basada en la teoría del riesgo tenía como contrapartida el régimen de indemnizaciones, ya que la indemnización era tasada, limitándose la reparación y vedando la posibilidad de ejercitar la acción civil para reparar el daño.

En todo caso tanto la propia definición que da la ley en su artículo 2, como la conceptualización del riesgo en parámetros de responsabilidad cuasiobjetiva, van a perdurar a lo largo de la normativa venidera, hasta el punto de catalogarse dicha ley como de «Eterna juventud», por el maestro ALONSO OLEA, M. (11) .

El sistema de concepción objetiva de la responsabilidad se mantiene en lo esencial en la Ley de 10 de enero de 1922, ahondando en la idea de que la imprudencia profesional del trabajador no exime de la responsabilidad al empresario. Se permite el aseguramiento de cobertura de riesgos por parte del patrono a su costa, en una sociedad de socorro mutuo o en las mutualidades patronales que son el antecedente de las Mutuas colaboradoras de la seguridad social.

El Texto Refundido de la Ley de Accidentes de Trabajo (8 de octubre de 1932) mantiene la responsabilidad objetiva, con las implicaciones en el ámbito competencial que hemos visto, introduciendo algunas novedades como la imposición del aseguramiento obligatorio, porque la posible falta de aseguramiento y la insolvencia del empresario habían determinado en algunas ocasiones la ineficacia práctica de la declaración de responsabilidad. Se crea también un Fondo de Garantía frente a los incumplimientos de los patronos, Mutualidades patronales de Accidentes de Trabajo o Sociedad de Seguros con los que en su caso estuviese concertado el aseguramiento del riesgo de accidente (artículo 160).

En 1940 aparece la primera norma preventiva de carácter general, el Reglamento General de Seguridad e Higiene en el Trabajo, que estuvo vigente hasta la aprobación de la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo de 9 de marzo de 1971, y que puede considerase la primera norma preventiva con un carácter marcadamente general con cometido de singularidad y de globalidad en este ámbito. Se trataba de una norma bastante completa en su contenido, y en sus mecanismos de control de aplicación y sancionador.

Otras normas institucionalizaron los primeros mecanismos de representación y participación de los trabajadores en sede de seguridad en el trabajo son: la Orden de 21 de septiembre de 1944 creaba los Comités de Seguridad e Higiene en el Trabajo, y el Decreto de 18 de agosto de 1947, que instituyó los Jurados de Empresa, con iniciativa en materia de seguridad, higiene, bienestar y prevención de accidentes. En estas disposiciones se ahonda en el aspecto subjetivo de reconocimiento de derechos al trabajador: vida, salud, integridad, íntimamente vinculados al acaecimiento del siniestro litigioso.

El Texto Refundido y Reglamento de la Ley de Accidentes de Trabajo de 22 de junio de 1956 (dictado en aplicación de la Ley de 22 de diciembre de 1955), mantiene el principio de responsabilidad objetiva, pero sigue sin servir de pauta para clarificar la problemática competencial por cuanto dispone que, aunque acontezca un accidente laboral, los perjudicados podrán optar por ejercitar la acción ante la jurisdicción civil y o criminal, si el hecho fuera constitutivo de un ilícito penal: «La calificación como accidente de trabajo no obsta para el perjudicado ejercite las oportunas acciones civiles o criminales por negligencia o dolo» (artículo 53). Se contempla por tanto el principio de responsabilidad objetiva del empresario.

El Fondo de Garantías de Accidentes de Trabajo fue creado por los artículos 39 y siguientes de la citada Ley de Accidentes de Trabajo de 22 de junio de 1956 y por los artículos 124 y siguientes del Reglamento de Accidentes de Trabajo de igual fecha, a fin de responder del pago de las prestaciones derivadas de accidente de trabajo (entre las que se incluía la prestación de asistencia sanitaria, artículos 29 de esta Ley y artículos 19 y siguientes del Reglamento), en caso de insolvencia del empresario o de la Mutua aseguradora responsable.

El referido Fondo de Garantía fue mantenido por la Ley de Seguridad Social de 1966 (artículos 94 y 214) y por la Ley General de la Seguridad Social de 30 de mayo de 1974 (artículos 96 y 214). Sin embargo, tal organismo quedó extinguido por el Real Decreto-ley 36/1978, de 16 de noviembre, sobre gestión institucional de la Seguridad Social, la salud y el empleo, pero tal extinción no supuso, en forma alguna, la desaparición de sus funciones y objetivos, toda vez que tales funciones, así como los bienes, derechos, acciones y obligaciones de dicho Fondo pasaron a ser asumidos por el INSS, en base a la Disposición Adicional primera, número 2 de ese mismo texto legal.

Así pues, en la actualidad la correspondiente entidad gestora de la Seguridad Social es responsable subsidiaria de las prestaciones derivadas de accidente de trabajo (incluso la asistencia sanitaria), como sucesor y sustituto del Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo.

El Texto Refundido de la Ley de Procedimiento laboral de 1958, aprobado por Decreto de 4 de julio de 1958, se remite a la Ley de Enjuiciamiento Civil como normativa supletoria aplicable (Disposición Final 1) contempla el principio de aportación de parte en materia de prueba.

Hay que destacar el Decreto 242/1959, de 6 de febrero, por el que se reorganiza el Instituto Nacional de Medicina y Seguridad en el Trabajo; el Decreto de 21 de agosto de 1956 y la Orden de 22 diciembre de 1956, sobre Servicios Médicos de Empresa de 3 de abril de 1961, sobre aseguramiento de enfermedades profesionales y su Reglamento (Orden de 9 de mayo de 1962) que establecía medidas de prevención.

Aunque no constituya una norma reguladora de procedimiento, no obstante, no queremos dejar pasar la ocasión de mencionar la Ley 193/1963, de 28 de diciembre, y el primer Texto Refundido de aquella Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966, ya que, en la misma, aunque sin continuidad normativa posterior, se asentaba el principio de contemplación conjunta de riesgos. El tratamiento no diferenciado de las contingencias suponía que fuera la Seguridad Social pública y no el empresario la que habría de abordar las consecuencias del hecho dañoso cuando la contingencia estuviera protegida, vía prestaciones.

Esta falta de normativa procesal dio pie a que la jurisdicción civil asumiera la competencia para conocer de los litigios sobre reclamación de los daños derivados del accidente laboral con base en el principio de responsabilidad civil extracontractual del artículo 1902 del CC [STS, Sala de lo Social, de 12 de abril de 1984 (rec. núm. 240/1984) (12) ].

La promulgación de la LOPJ, permite asimismo al orden jurisdiccional social asumir el conocimiento de estos asuntos con base en lo dispuesto en el artículo 9.5 de la misma, al delimitar las materias de cada orden jurisdiccional: «Los órganos del orden jurisdiccional social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del derecho, tanto en conflictos individuales como colectivos, así como las reclamaciones en materia de Seguridad Social o contra el Estado cuando le atribuya responsabilidad la legislación laboral»[STS, Sala de lo Social, de 3 de mayo de 1995 (rec. núm. 2418/1994) (13) ].

2.3.  La Ley de Procedimiento Laboral y normativa coetánea

El Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, en su artículo 2 (14)  instauraba la competencia del orden jurisdiccional social en los litigios que fueran consecuencia del contrato de trabajo y en materia de Seguridad Social.

No obstante, esa regla competencial genérica no clarificó los términos sobre quién era el orden jurisdiccional competente para conocer de las pretensiones sobre accidente de trabajo, lo cual motivó que tanto el orden jurisdiccional social como el orden jurisdiccional civil asumieran el conocimiento de los litigios de reclamación de daños y perjuicios derivados de accidente laboral, cada uno basando su competencia en distintos argumentos.

La jurisdicción social entendía que el acaecimiento de cualquier siniestro calificado de accidente laboral con las consecuencias dañosas y reparatorias que del mismo dimanaban, debía ser enjuiciado en tal orden jurisdiccional, por cuanto todo accidente laboral encontraba su razón de ser en la órbita laboral de infracción de normas sobre la salud y seguridad del trabajador propias de la relación contractual laboral [STS, Sala de lo Social, 3 de mayo de 1995 (rec. núm. 2418/1994) (15) ].

Sin embargo, la jurisdicción civil efectuaba otra interpretación, entendiendo que la reclamación reparatoria caía fuera de la órbita contractual y centraba el foco de atención en la reparación del daño para en la fuerza expansiva y atractiva de tal jurisdicción asumir la competencia [STS, Sala de lo Civil, de 31 de diciembre de 2003 (rec. núm. 53/1998) (16) ].

Ahora bien, esta concepción simplista a la hora de residenciar el orden jurisdiccional competente en la previa calificación de la naturaleza de la responsabilidad contractual o extracontractual se complica cuando son otros los sujetos intervinientes en el devenir del siniestro, distintos al propio empresario y trabajador, como mandos, directivos, compañeros de trabajo, técnicos de prevención,

El binomio responsabilidad contractual-extracontractual va a superarse al residenciar la competencia en el denominado ilícito laboral, y bajo cuya óptica pierde sentido la polémica en torno a la naturaleza de la responsabilidad ya sea de los sujetos de la relación contractual laboral o de la intervención de terceros [STS, Sala de lo Social, de 27 de abril de 1994 (rec. núm. 2162/1993); STS, Sala de lo Civil, de 15 de enero de 2008 (rec. núm. 2374/2000)].

LPL que no supo captar la propia especialidad del accidente de trabajo (a diferencia de la LRJS) y fruto de ello es no solo la ausencia de una norma clara en sede de atribución competencial: tanto para los pleitos sobre reclamación de daños y perjuicios, como para los de impugnación de sanciones administrativas por infracción de normas de prevención de riesgos laborales detonantes del accidente laboral.

Sino también en el hecho de no contener una norma nuclear sobre la regla de inversión de la carga probatoria, basada en la cuasi objetivización del riesgo, en el marco de los accidentes de trabajo y que en la actualidad como se verá sí se recoge por la LRJS (artículo 96.2 de la LPRL).

Casi coetánea con la LPRL es la Ley de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL) 31/1995 de 8 de noviembre. No es una norma de procedimiento, pero sí incide sobre la materia de determinación del orden competente, ya que en su artículo 42, constata la pluralidad de jurisdicciones, al declarar: «El incumplimiento por los empresarios de sus obligaciones sen materia de prevención de riesgos laborales, dará lugar a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a responsabilidades penales y a las civiles por los daños y perjuicios que puedan derivarse de dichos incumplimientos».

La razón de ser de tal incidencia en la determinación del orden jurisdiccional competente radica en el propio origen del conflicto, cual es la propia naturaleza de la responsabilidad.

Recordamos brevemente que tradicionalmente la doctrina civilista consideraba que si la responsabilidad tenía naturaleza contractual el orden jurisdiccional competente era el social, no así si la responsabilidad procedía del ámbito ajeno a la relación laboral, entendiendo que en estos casos imperaba la máxima del artículo 1902 del CC y por ende la vis atractiva de la jurisdicción civil (17) . Este inicial planteamiento va a ir poco a poco evolucionando hasta el punto de considerarse que el orden jurisdiccional competente es el social, ya estemos ante el acaecimiento del suceso en la órbita del contrato de trabajo como fuera de ella, por cuanto lo esencial será el quebrantamiento de las normas en materia de seguridad y salud del trabajador, en definitiva es el ilícito laboral y las normas de prevención de riesgos laborales las que van a determinar la atribución de la competencia a la hora de conocer sobre los litigios de accidente de trabajo en reclamación de daños y perjuicios.

Y finalmente destacar que unos años más tarde se promulgaría la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social (LISOS), que también reconocía la coexistencia de responsabilidades a exigir, sobre la cuestión relativa a prevención de riesgos laborales y por extensión de accidentes de trabajo. Concretamente su artículo 42.5 establecía que: «La declaración de hechos probados que contenga una sentencia firme del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, relativa la existencia de infracción a la normativa de prevención de riesgos laborales, vinculará al orden social de la jurisdicción, en lo que se refiere al recargo, en su caso de la prestación económica del sistema de Seguridad Social».

La interpretación de esta norma, que preceptúa la supeditación del orden jurisdiccional social a lo actuado en el orden contencioso-administrativo, debe situarse en su contexto temporal.

Es decir, es cierto que la LISOS impone ese principio de vinculación del orden jurisdiccional social a lo preceptuado en el contencioso-administrativo. Pero esta vinculación se matiza en su aplicación hasta dejarla sin contenido a efectos prácticos y ello porque este precepto: «Está concebido y solo adquiere sentido y razón de ser en el marco competencial aplicable en la fecha en que se aprobó la norma en la que se integra, conforme al cual la impugnación judicial de las resoluciones administrativas recaídas en procedimientos sancionadores de la normativa de prevención de riesgos laborales se residenciaba en el ámbito de la jurisdicción de orden jurisdiccional contencioso administrativa, al no haber llegado a entrar en vigor la atribución a la jurisdicción del orden social por la Ley 29/1998, de 13 de julio del conocimiento de las materias comprendidas en el artículo 2.b de la LPL» [STS, Sala de lo social, de 25 de abril de 2018 (rec. núm. 711/16) (18) ].

El problema planteado no era menor, ya que la LISOS previa la vinculación a los hechos probados como efecto de la cosa juzgada positiva de la sentencia dictada en el orden contencioso-administrativo al orden jurisdiccional social que enjuiciaba el procedimiento de recargo. La pregunta siguiente es examinar si tal vinculación se limitaría a los hechos probados, o también afectaría a la procedencia o no del recargo debatido. Es decir, si la sentencia firme del orden jurisdiccional contencioso-administrativo debe aplicarse de forma automática y vinculante en el orden jurisdiccional social o, si, por el contrario, puede la autoridad judicial separarse de ella razonándolo suficientemente en sentencia para decidir sobre el recargo planteado.

Para responder a tal cuestión debe partirse de la premisa previa relativa a que la sentencia firme del orden jurisdiccional contencioso-administrativo vinculará, pero con muchas matizaciones a la que deba dictarse posteriormente en el orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 13 de marzo de 2012 (rec. núm. 3779/2012) (19) ].

Es decir, la sentencia recaída en el proceso de recargo podría separarse de la resolución recaída en el orden contencioso-administrativo, siempre que tuviera una motivación suficiente que permitiera conocer el fundamento de la conclusión contradictoria o diversa: «No supone que el juez social no goce de libertad para valorar todas las pruebas que se practiquen en el proceso sobre recargo de prestaciones y que a la vista de su resultado no pueda separarse motivadamente de los hechos fijados en sede contencioso administrativa, exponiendo las razones y fundamentos que justifiquen la divergencia. En todo caso, la vinculación a los hechos probados de la sentencia del orden contencioso-administrativo, con el alcance señalado, no afecta a su enjuiciamiento y calificación en el plano jurídico, que los órganos de la jurisdicción social pueden realizar de manera independiente, y con resultado dispar, como consecuencia de aplicar normativas diferentes» [STS, Sala de lo social, de 25 de abril de 2018 (rec. núm. 711/16) (20) ].

Todo ello encuadrado en el contexto temporal de supuestos litigiosos a los que les fuera de aplicación las normas anteriores a la entrada en vigor de la LRJS, esto es, previas a la atribución al orden jurisdiccional social, vía artículo 151 de la LRJS, de la competencia sobre el conocimiento de la impugnación de sanciones.

Como se ha indicado, la cuestión competencial no se clarifica con estas normas y habrá que esperar a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social 36/2011 de 10 octubre, para encontrar una regulación expresa que ponga fin a esta imprecisión normativa, atribuyendo el conocimiento de la responsabilidad por daños derivados del accidente de trabajo al orden social, como se tendrá ocasión de analizar.

2.4.  La Ley Reguladora de la Jurisdicción Social

La LRJS supuso un antes y un después en la clarificación y concreción del orden jurisdiccional competente en los litigios relativos al accidente de trabajo, respondiendo así a los objetivos perseguidos por la citada norma y que recoge en su preámbulo: «Establecer, ampliar, racionalizar y definir con mayor claridad el ámbito de conocimiento del orden jurisdiccional social, con fundamento en su mayor especialización, conocimiento más completo de la materia social y marco procesal especialmente adecuado a los intereses objeto de tutela de este orden».

Tratando de cumplir estos objetivos, el artículo 2.b de la LRJS dispone: «Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: b) En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabientes contra el empresario o contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente».

En principio, la LRJS efectivamente sí parece cumplir el objetivo clarificador que anuncia en su Exposición de Motivos, al establecer de un modo muy definido cómo la jurisdicción social se alza como orden jurisdiccional competente cuando exista algún tipo de responsabilidad por los daños que tengan su causa en accidente de trabajo.

Pero como se tendrá ocasión de examinar la norma no cierra totalmente la entrada al orden jurisdiccional civil para seguir conociendo de aquellos litigios en que, si bien se debate una reclamación de daños y perjuicios derivada de accidente laboral, la misma se ejercita por tercero ajeno a la relación laboral. Lo cual entiende el orden jurisdiccional civil es elemento suficiente para considerar que la competencia es suya con base en el artículo 1902 del CC [STS, Sala de lo Civil, de 3 de diciembre de 2015 (rec. 558/2014)].

Aunque no se trate de una norma procedimental propiamente dicha, el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (artículo 164.3) sí se hace eco de esta confluencia multidisciplinar, al señalar que la responsabilidad sobre el recargo de las prestaciones económicas en caso de accidente de trabajo y enfermedad profesional es independiente y compatible con las de todo orden, incluso penal, que puedan derivarse de la infracción.

Como se ha indicado, la problemática competencial y el hecho de que sea la jurisdicción civil o la social la que asuma la competencia, va a repercutir en otros aspectos procesales como las reglas sobre la carga probatoria. Fiel reflejo es la previsión normativa del artículo 96 de la LRJS que se estudiará ampliamente en el capítulo IV de la presente obra.

Antes de proceder a exponer los términos en que la LRJS aborda la atribución competencial al orden jurisdiccional social en el conocimiento de los litigios sobre accidente de trabajo, debe exponerse el tratamiento procesal que ha de darse en la apreciación del presupuesto procesal de la competencia.

El tratamiento procesal de la falta de competencia o jurisdicción responde en realidad, a la consecución del principio de economía procesal que planea sobre los posibles defectos procesales. No tiene sentido finalizar un procedimiento con sentencia si finalmente se apreciare este defecto procesal, ya que podría determinar una nulidad de actuaciones (artículo 238 de la LOPJ) (21) .

La nulidad de lo actuado se configura como una situación anormal y totalmente extraordinaria, por ello, el legislador, en los artículos 5 (22)  y 81 (23)  de la LRJS, en aras de evitar que el procedimiento desemboque en una nulidad de actuaciones, articula diversos momentos procedimentales para que pueda el órgano judicial advertir la concurrencia del óbice procesal.

El Letrado de la Administración de Justicia (artículo 81 de la LRJS), entre cuyas competencias se halla la de admitir la demanda, procederá a dar cuenta al juez si entendiera que hay falta de competencia o jurisdicción antes de admitir la misma, comunicando a la parte la necesidad de subsanar la demanda y efectos o consecuencias de no hacerlo.

El juez también podrá advertir la concurrencia de este óbice procesal al inicio del debate del juicio, en el trámite de cuestiones previas y podrá declarar la falta de competencia por medio de auto, previniendo a la parte de cómo y ante quién ejercer su derecho (artículo 85.1 de la LRJS) (24) .

Una vez expuesto el tratamiento procesal que debe darse al defecto procesal de falta de jurisdicción o competencia, debe examinarse cuáles son los términos de regulación del criterio competencial de atribución del conocimiento de este tipo de litigios sobre accidentes de trabajo al orden jurisdiccional social y que se contiene en el precepto rector del ámbito del orden jurisdiccional, es decir, el artículo 2 de la LRJS.

En efecto, el artículo 2 de la LRJS establece con mucha más claridad que su predecesora (la LPL) el ámbito de conocimiento de las diferentes cuestiones litigiosas que se promuevan y ahora ya sí, satisfaciendo el criterio de especialización que la define, atribuye expresamente el conocimiento de los pleitos que traigan su causa en el accidente de trabajo, al orden jurisdiccional social.

Los apartados clave de esta atribución son los puntos b, e, o y n, que marcan las siguientes líneas de conocimiento del orden jurisdiccional social:

Artículo 2.b de la LRJS en relación con todas aquellas cuestiones que traigan su origen en accidente de trabajo.

El artículo 2.e de la LRJS en materia de prevención de riesgos laborales: «Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario como frente a otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la impugnación de las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos sus empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, en igualdad de condiciones con los trabajadores por cuenta ajena, incluida la reclamación de responsabilidad derivada de los daños sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral; y siempre sin perjuicio de las competencias plenas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de sus funciones».

El artículo 2.º en materia de prestaciones de Seguridad Social: «En materia de prestaciones de Seguridad Social,….así como sobre la imputación de responsabilidades a empresarios o terceros respecto de las prestaciones de Seguridad Social en los casos legalmente establecidos. Igualmente las cuestiones litigiosas relativas a la valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad, así como sobre las prestaciones derivadas de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, teniendo a todos los efectos de esta Ley la misma consideración que las relativas a las prestaciones y los beneficiarios de la Seguridad Social». En la que se incluye la determinación de contingencia profesional y recargo de prestaciones.

El punto n del artículo 2 de la LRJS, por el que se atribuye al orden jurisdiccional social: «La impugnación de resoluciones administrativas de la autoridad laboral, recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral, y respecto de las demás impugnaciones de otros actos de las Administraciones públicas, sujetos al Derecho Administrativo en ejercicio de sus potestades y funciones en materia laboral que pongan fin a la vía administrativa y no esté atribuido a otro orden jurisdiccional». Siendo un apartado de nueva creación, frente a la LPL y punto de partida del nuevo procedimiento que se contiene en los artículos 151 y 152 de la LRJS, cuyo estudio se aborda en el capítulo VII de la presente obra

La LRJS como reza su Exposición de Motivos mantiene por tanto la estructura de su antecesora, la LPL en el sentido de fijar las reglas de distribución en el artículo 2 y de exclusión en el artículo 3, consolidando los principios rectores de distribución de la competencia. Pero con una importante novedad de mejora, consolidando el principio de especialidad que define al orden jurisdiccional social, ampliando el ámbito de conocimiento del mismo, y racionalizando y clarificándolo. Reflexiona el propio legislador (Preámbulo de la LRJS) que: «Si una materia es eminentemente social, como son los accidentes de trabajo, el conocimiento de la misma, ya sea por su propia implicación directa sobre la materia o porque exista una conexión indirecta, debe ser abordado por el orden jurisdiccional social. Ello permitirá dar seguridad, efectividad y coordinación».

Esto es, la LRJS pretende paliar la indefinición de los criterios de atribución competencial de su predecesora (25) , que, en sede de accidentes de trabajo, como materia propia del orden jurisdiccional social, no contenía mención alguna, más allá de la simple referencia genérica al contrato de trabajo y Seguridad Social.

Atendiendo a los nuevos términos del artículo 2 de la LRJS, podría concluirse que, a primera vista, en efecto la nueva ley sí cumple con su propósito anunciado de clarificar la cuestión competencial, en relación con la materia de accidentes de trabajo. Pero como se verá, existen aún puntos de indefinición que dan lugar a resquicios interpretativos sobre el conocimiento de determinadas cuestiones que tienen relación con el marco de prevención de riesgos laborales y accidentes de trabajo.

En este abanico de lagunas interpretativas, se plantearía la cuestión de si es o no competencia del orden jurisdiccional social, el conocimiento de aquellas acciones entre el empleador y los sujetos obligados a coordinar la prevención con él —reclamaciones entre empleadores— o entre estos y los sujetos que por cualquier título hayan asumido frente a ellos la obligación de organizar los servicios de prevención.

Podría sostenerse que el orden jurisdiccional social, no sería competente a tenor de los dispuesto en el artículo 3.b que excluye del conocimiento del orden social: «Las cuestiones litigiosas en materia de prevención de riesgos laborales que se susciten entre el empresario y los obligados a coordinar con éste las actividades preventivas de riesgos laborales y entre cualquiera de los anteriores y los sujetos o entidades que hayan asumido frente a ellos, por cualquier título, la responsabilidad de organizar los servicios de prevención».

Es decir, se excluye, aunque sea materia de prevención de riesgos laborales, aquellos asuntos o litigios entre empleadores y los servicios de prevención de riesgos por aplicación de su derecho de repetición u otro tipo de responsabilidades a dirimir entre ellos.

El supuesto es claro, si la empresa resulta condenada en sentencia de un pleito de responsabilidad de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo o por imposición de recargo, que traigan su causa en la declaración de irregularidades en la formación sobre prevención al trabajador, elemento clave en la causación del accidente de trabajo, el empresario que hubiera delegado la realización de actividad de prevención a los servicios de prevención (artículos 6 y 31 de la LPRL) podrá en su caso, dirigir su acción de reclamación contra los mismos.

Esta postura podría mantenerse si se ha suscrito un contrato mercantil, pero fuera de este supuesto también pueden esgrimirse argumentos para incardinar este acción de repetición en el marco del orden jurisdiccional social, si se atiende a la propia esencia de la materia que se ventila: prevención de riesgos, a tenor de lo dispuesto en el artículo 2.e de la LRJS cuando dice que el orden jurisdiccional social se alza como competente para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario: «Como frente a otros sujetos obligados legal o convencionalmente», en una suerte de interpretación extensiva que el Tribunal Supremo ha realizado a la hora de asumir la competencia cuando de cuestiones de prevención de riesgos se trata [STS, Sala de lo Social, de 24 de junio de 2019 (rec. núm. 123/2018) (26) ].

El otro punto de fricción competencial es, como se ha indicado, el relativo a si es competente el orden social para conocer de los pleitos sobre accidente de trabajo cuando intervienen terceros ajenos a la relación laboral que se han visto afectados por las resultas dañosas del accidente.

Sobre esta cuestión recientes pronunciamientos de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, abogan por la aplicación del principio de responsabilidad civil extracontractual del artículo 1902 del CC, para preservar el conocimiento de los mismos en sede de jurisdicción civil [STS, Sala de lo Civil, de 3 de diciembre de 2015 (rec. núm. 558/2014)].

3.  Normativa internacional sobre la cuestión competencial

Desde un punto de vista sistemático se analizan en este apartado las normas internacionales que articulan reglas de determinación de la competencia, ya que, como es sabido, el accidente de trabajo es una institución que genera enorme litigiosidad, y que obviamente viene marcada por un claro componente de globalidad en el ámbito de las relaciones laborales, lo cual determina que habrá que examinar los criterios de conexión de las normas internacionales a los efectos de dilucidar qué jurisdicción es la competente

En el ámbito del Derecho Supranacional, la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948, garantiza el derecho a la Seguridad Social (artículo 22) (27) , y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 19 de diciembre de 1966, proclama el Derecho a la Seguridad Social y a la salud (artículos 9 y 12).

En el ámbito de Derecho Internacional, los distintos Convenios de la OIT (28) , no contienen normas procesales de competencia, pero su cita es obligada en tanto que reconocen derechos básicos inspirados en el principio de protección e igualdad de trato del trabajador migrante sin condicionar tales derechos a la residencia.

La aplicación de los Convenios de la OIT es esencial en la resolución de los litigios dimanantes del accidente de trabajo, sirviendo de pauta interpretativa a los tribunales, hasta el punto de que el Tribunal Supremo prioriza su aplicación, aun cuando no hubiera sido ratificado por el Estado Español [STS, Sala de lo Social, de 10 de octubre de 2019 (rec. núm. 3494/2017)].

Si bien son numerosos los Convenios de la OIT (29) , nos centraremos en los más relevantes para nuestro estudio, así entre otros Convenio de la OIT 19, sobre igualdad de trato en accidentes de trabajo (de 5 de junio de 1925) ratificado por España el 22 de febrero de 1929, a los trabajadores extranjeros y a sus derechohabientes sin ninguna condición de residencia.

El Convenio 97 de la OIT, sobre trabajadores migrantes, de 1 de julio de 1949 (ratificado por España el 21 de marzo de 1967, BOE del 7 de junio) en su artículo 5 dispone que el Estado habrá de velar por la salud de los trabajadores migrantes, garantizando una protección médica adecuada y buenas condiciones de higiene en el momento de su salida, durante el viaje y a su llegada al país de destino.

El Convenio 118 de la OIT, de 6 de junio de 1962, sobre igualdad de trato en materia de Seguridad Social, también proclama la igualdad de trato sin condición de residencia.

Finalmente aludir al Convenio 190, sobre la violencia y el acoso, de 21 de junio de 2019 y cuya ratificación por España es inminente. En este Convenio se incide en la negativa incidencia que la violencia y el acoso tiene sobre el mundo del trabajo, al afectar a la salud psicológica, física y sexual de las personas, a su dignidad, y a su entorno familiar y social. Y más concretamente, reconociendo que la violencia y el acoso por razón de género y la violencia doméstica puede afectar al empleo, la productividad, así como la seguridad y salud, por lo que los gobiernos, las organizaciones de empleadores y de trabajadores y las instituciones del mercado de trabajo pueden contribuir, como parte de otras medidas, a reconocer, afrontar y abordar el impacto de la violencia doméstica.

La Carta Social Europea, de 18 de octubre de 1961, consagra los derechos de seguridad e higiene en el trabajo (artículo 3), protección de la maternidad (artículo 8), la protección de la salud (artículo 11) y el derecho a la Seguridad Social (artículo 12).

En materia de derechos del trabajador migrante destacamos el Convenio Europeo sobre el Estatuto Jurídico del Trabajador Migrante, de 18 de junio de 1983; el Convenio Europeo de Asistencia Social y Médica, de 17 de febrero de 1984 y su Protocolo Adicional; el Convenio Europeo de Seguridad Social, de 12 de noviembre de 1986 y el Acuerdo complementario para su aplicación.

Conviene asimismo citar los Convenios internacionales multi y bilaterales sobre Seguridad Social que tienen más relevancia.

En cuanto a los Convenios multilaterales citamos, el Convenio Europeo de Seguridad Social y el Convenio Complementario para la aplicación del mismo, de 14 de diciembre de 1972. El Instrumento de Ratificación del Convenio Europeo de Seguridad Social se publicó en el Boletín Oficial del Estado de fecha 12 de noviembre de 1986 y entró en vigor el 25 de abril de 1986.

El Convenio multilateral Iberoamericano de Seguridad Social (30)  sobre coordinación de las legislaciones de Seguridad Social, firmado el diez de noviembre de 2007, establece como norma de conexión general la ley del lugar en que se ejerza la actividad (lex loci laboris) ya sea por cuenta propia o ajena a los efectos de prestaciones económicas derivadas de accidentes de trabajo y de enfermedad profesional.

El presente Convenio es un instrumento de coordinación de las legislaciones de Seguridad Social, en materia de pensiones de los diferentes Estados Iberoamericanos que lo ratifiquen y que, además, suscriban el Acuerdo de Aplicación. Tiene plena aplicación en todos aquellos casos en que no existan convenios bilaterales o multilaterales de seguridad social vigentes entre los Estados Parte.

En los casos en que coexistan convenios bilaterales o multilaterales, se aplicarán las disposiciones que resulten más favorables al beneficiario. De modo que será preciso por parte de los aplicadores jurídicos desarrollar una actividad indagadora en torno a la interpretación de las distintas normas que entran en juego, a los efectos de aplicar la disposición más favorable.

En el marco de los Convenios bilaterales de Seguridad Social, citamos a título ilustrativo, por orden alfabético, Andorra (BOE núm. 290 de 4 de diciembre de 2002) (31) ; Argentina (BOE núm. 297, de 10 de diciembre de 2004) (32) ; Australia (BOE núm. 303, de 19 de diciembre de 2002) (33) ; Brasil (BOE núm. 13, de 15 de enero de 1996) (34) ; Cabo Verde (BOE núm. 255, de 24 de octubre de 2013) (35) ; Canadá (BOE núm. 287, de 1 de diciembre de 1987) (36) ; Chile (BOE núm. 72, de 25 de marzo de 1998) (37) ; China (BOE núm. 66, de 16 de marzo de 2018) (38) ; Colombia (BOE de 3 de marzo de 2008) (39) ; Corea del Sur (BOE núm. 110, de 8 de mayo de 2013) (40) ; Ecuador (BOE núm. 32, de 7 de febrero de 2011) (41) ; EEUU (BOE núm. 76, de 29 de marzo de 1998) (42) ; Filipinas (BOE núm. 158, de 11 de octubre de 1989) (43) ; Japón (BOE núm. 236, de 30 de septiembre de 2009) (44) ; Marruecos (BOE núm. 245, de 13 de octubre de 1982) (45) ; México (BOE núm. 65, de 17 de marzo de 1995) (46) ; Panamá (BOE, de 3 de mayo de 1980) (47) ; Paraguay (BOE núm. 28, de 2 de febrero de 2006) (48) ; Perú (BOE núm. 31, de 5 de febrero de 2005) (49) ; República Dominicana (BOE núm. 139, de 12 de junio de 2006) (50) ; Rusia (BOE núm. 48, de 24 de febrero de 1996) (51) ; Túnez (BOE núm. 309, de 26 de diciembre de 2001) (52) ; Ucrania (BOE núm. 81, de 4 de abril de 1998) (53) ; Uruguay (BOE núm. 47, de 24 de febrero de 2000) (54) ; Venezuela (BOE núm. 162, de 7 de julio de 1990) (55) .

En el seno de la Unión Europea, el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, aboga por fomentar la protección de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (artículo 156).

La preocupación por la salud de los trabajadores, con especial atención a las resultas de los accidentes de trabajo, es una preocupación constante en la UE como así se el informe de la Comisión Europea sobre el Marco Estratégico de la Seguridad y Salud en el Trabajo 2014-2020 (56) .

La Carta de Derechos Fundamentales de los Trabajadores, de 9 de diciembre de 1989, garantiza las prestaciones de Seguridad Social en los casos de accidente de trabajo (artículo 34) y el derecho a la protección de la salud (artículo 35).

En el marco del Derecho Derivado, el Reglamento Roma I, 593/2008, de 17 de junio, sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales, es una norma de coordinación o conflicto que determina qué sistema es aplicable, y una vez fijado tal sistema entonces es de aplicación un único derecho sustantivo, que no obstante, no es de aplicación al campo de la Seguridad Social.

El Reglamento Bruselas Bis I 1215/2012, de 12 de diciembre de 2012, relativo la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia civil y mercantil, en adelante, Bruselas Bis I, no es aplicable a la Seguridad Social (artículo 1.3.c). Ahora bien, si se hace una interpretación extensiva sería aplicable al contrato de trabajo incardinando el mismo en el campo de las obligaciones de Derecho privado.

Recordemos que la aplicación del convenio de Bruselas a las relaciones litigiosas que dimanaban de un accidente de trabajo, fue admitida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencia del STJCE, de 13 de noviembre de 1999, Sanicentral GmbH/René Collinque (C-25/79), indicando que: «Los artículos 17 y 54 del Convenio de Bruselas de 27 de septiembre de 1968 relativo a la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil deben interpretarse en el sentido de que, en las acciones judiciales ejercitadas después de la entrada en vigor del Convenio, las cláusulas atributivas de competencia estipuladas en los contratos de trabajo celebrados antes de esta entrada en vigor deben considerarse válidas, aun en el caso de que hubieran de haber sido reputadas nulas según las normas nacionales vigentes en el momento de la celebración del contrato».

El Reglamento Roma II (57)  sería aplicable a los accidentes de trabajo, al regular cuestiones sobre seguridad, transmisibilidad del derecho a reclamar daños en caso de fallecimiento del trabajador o posibilidad de reclamar a al empresario responsable de la contrata (58) .

La Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de diciembre de 1996 sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios en su versión modificada por la Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, no sería aplicable a los accidentes de trabajo, pero sí a las responsabilidades civiles dimanantes cuando las hubiere.

4.  Relaciones e interferencias entre el orden jurisdiccional penal y el orden jurisdiccional social

La incidencia del orden jurisdiccional penal en materia de accidentes de trabajo es evidente, ya que en ocasiones el evento dañoso generador del accidente laboral comporta una infracción normativa de tal alcance y entidad que es merecedora de un reproche penal por así tipificarlo el Código penal como delito de homicidio imprudente (artículo 142), de lesiones (artículo 147) o delito de lesiones imprudentes (artículo 152), delito sobre la trata de personas en la imposición de trabajos forzados y esclavitud (artículo 177 bis), delitos contra los derechos de los trabajadores (artículos 311 a 318 del Código Penal), delitos de riesgo como los delitos relativos a la liberación de energía nuclear y radiaciones ionizantes (artículos 341 y siguientes, estragos, artículos 346 y siguientes), o delitos de riesgo provocados por explosiones y otros agentes (artículos 348 y siguientes del CP).

De especial incidencia por su repercusión sobre la normativa de prevención de riesgos laborales, es la aplicación del artículo 316 del CP que expresamente tipifica como delito a: «Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses». Admitiéndose en su modalidad de imprudencia grave expresamente contemplada en el artículo 317 del CP.

Previendo el Código Penal la tipificación de los hechos previstos en el título relativo a delitos contra los Derechos de los trabajadores su comisión por las personas jurídicas. Artículo 318 del CP: «Cuando los hechos previstos en los artículos de este título se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado medidas para ello. En estos supuestos la autoridad judicial podrá decretar, además, alguna o algunas de las medidas previstas en el artículo 129 de este Código».

El carácter de ultima ratio o intervención mínima que define al Derecho Penal, determina que solo han de entenderse incluidas en el tipo delictual, las conductas más graves e intolerables, debiendo acudirse en los demás supuestos de infracción normativa sobre prevención de riesgos laborales (artículo 42 de la LPRL) al Derecho Administrativo sancionador, pues de lo contrario el recurso a la sanción penal resultaría innecesario y desproporcionado, quedando este en suspenso hasta la finalización del proceso penal por aplicación del principio non bis in idem (59) .

Recordemos que la acción penal es pública (artículo 101 de la LECrim) y que de todo delito no solo nace la acción penal, sino que puede nacer también la acción civil para la: «Restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios causados por el hecho punible» (artículo 100 de la LECrim), siendo la jurisdicción penal la competente en el conocimiento de la cuestión, sin perjuicio de la reserva o renuncia del perjudicado a la acción civil derivándola a un proceso no penal (artículos 111 y 114 de la LECrim).

Las relaciones entre el proceso penal y el proceso laboral seguido para reclamar las resultas del accidente de trabajo, es decir, ejercitar la acción de reclamación de daños y perjuicios derivada del accidente de trabajo (acción civil), se rigen por la aplicación del principio de non bis in ídem (artículo 3 de la LISOS) que comporta que, una vez ejercitada la acción ante la jurisdicción penal, si en la misma se dicta una sentencia condenatoria para el sujeto infractor con inclusión de la reparación del daño (artículo 109 del CP) quedaría prohibida la vía social, al haberse ejercitado ya la previa penal.

En el marco de estas relaciones, se examinará la llamada cuestión prejudicial penal (artículo 114 de la LECrim), es decir cuando el juzgador en el proceso laboral, necesita resolver sobre una cuestión que pertenece al orden penal, a los meros efectos prejudiciales (artículo 4 de la LRJS) siendo indispensable en cuanto premisa básica para la decisión sobre el fondo.

4.1.  El principio non bis in ídem

La aplicación del principio non bis in ídem adquiere especial trascendencia en el marco del accidente de trabajo, en tanto que sobre el mismo hecho se yuxtaponen varios procedimientos, ya sea a los efectos del ejercicio de la acción civil de reclamación de daños y perjuicios, ya sea para imponer una sanción administrativa por la infracción de las normas de prevención de riesgos laborales, o ya sea porque el hecho sea merecedor de reproche penal (artículo 42 de la LPRL).

Cuando el ordenamiento jurídico permite una dualidad de procedimientos por los mismos hechos, no es posible que: «Estos hechos existan para un órgano estatal y no existan para otro» [STC, 62/1984 de 21 mayo (60) ], por un elemental principio de seguridad jurídica (artículo 9 de la CE), evitando que ante unos mismos hechos se dicten pronunciamientos judiciales contradictorios [STC, 192/2009 de 28 septiembre (61) ], llegando a formar parte del derecho a la tutela judicial efectiva del artículo 24 de la CE [STS, Sala de lo Social, de 3 de diciembre de 2013 (rec. núm. 354/2012) (62) ].

Este principio opera con especial intensidad cuando nos encontramos ante procedimientos distintos, pero del mismo orden jurisdiccional, impidiendo que: «Se sancione repetidamente la misma conducta» [STC, 159/1985 de 27 de noviembre (63) ].

Si el mismo hecho, accidente de trabajo, se aborda desde diferentes órdenes, es necesario resaltar que el artículo 3.2 de la LISOS (64)  y el artículo 5 del Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Procedimientos para la Imposición de las Sanciones por Infracciones de Orden Social y para los Expedientes Liquidatorios de Cuotas de la Seguridad Social (65) , imponen la primacía del proceso penal, obligando a suspender el procedimiento administrativo hasta la finalización del proceso penal, siempre que se acredite la existencia de una conexión directa entre las actuaciones administrativas y las penales, como se desprende del punto cuarto del artículo 3 de la LISOS.

La interpretación de este precepto, artículo 3 de la LISOS ha sido objeto de profunda reforma por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en tanto que viene a flexibilizar la identidad de presupuestos que deben concurrir en ambos procedimientos, para que opere el principio non bis in idem y la suspensión del procedimiento administrativo sancionador, hasta la finalización del proceso penal.

En esta nueva interpretación del artículo 3.2 de la LISOS, el Tribunal Supremo [STS, Sala de lo Social, de 6 de marzo de 2019 (rec. núm. 3648/2016) (66)  ] señala que no es necesario que opere la triple identidad de hechos, sujetos y fundamentos, sino la identidad de elementos fácticos y fundamentos o causa, como se desprende del apartado 4 del artículo 3 de la LISOS (67) .

Si no se respeta el principio non bis in idem, será nula la sentencia recaída en materia sancionatoria al contravenir el derecho a la tutela judicial efectiva [STS, Sala de lo Social, de 6 de marzo de 2019 (rec. núm. 3648/2016) (68) ].

El supuesto de aplicación del principio non bis in idem es el siguiente: se trata de determinar cuál es la tramitación que debe darse a un expediente administrativo sancionador por falta de medidas de seguridad en el trabajo, cuando por los mismos hechos se siguen actuaciones penales. Es decir, cuando un accidente laboral que provocó lesiones graves a un trabajador determina la apertura simultánea de dos procedimientos, por un lado, de un expediente administrativo sancionador por falta de medidas de prevención y por otro, un procedimiento penal, por un delito de lesiones o contra los derechos de los trabajadores.

La regla general será la paralización del procedimiento administrativo sancionador de imposición de sanción por la Administración Pública al empresario, por la infracción de la medida de seguridad en el trabajo, hasta que finalice el procedimiento penal. Exigiéndose la firmeza de la resolución que recaiga en tal proceso penal, correspondiendo la carga de la prueba sobre la firmeza a la Administración Pública que haya alzado la suspensión del procedimiento administrativo.

El problema radica en discernir cómo deben ser interpretadas las identidades entre ambos procesos, administrativo y penal, para que pueda apreciarse el principio que prohíbe una doble sanción sobre los mismos hechos.

Existe a primera vista una contradicción entre el apartado uno del artículo 3 de la LISOS que efectivamente exige una triple identidad de sujetos, hecho y fundamento, con el apartado 2 del mismo precepto, al no exigir esa triple identidad.

Para resolver esta aparente contradicción, se debe aplicar un criterio de flexibilidad en la concurrencia de identidades del principio non bis in idem, ya que si se parte de una interpretación rigorista se podría desvirtuar, en último término, la esencia propia del Derecho Penal, es decir el principio de primacía, y también el principio de seguridad jurídica, al darse la paradoja de obtener resultados contradictorios en las sentencias que recayeren al enjuiciar la sanción que debe darse a la infracción.

La interpretación flexible de estos presupuestos de identidad en el principio non bis in idem, determina la suspensión del procedimiento administrativo sancionador, aunque no concurran plenamente la identidad de elementos subjetivos, por ejemplo si en un proceso la sanción se dirige contra personas individuales y en el otro contra las sociedades que aquellos dirigen. Flexibilidad que asimismo se extrapola a los elementos objetivos, es decir aun cuando las infracciones imputadas en cada caso sean distintas.

Es decir, se prescinde de esta triple identidad, en el sentido de exigir únicamente, que exista una conexión directa entre las actuaciones administrativas y las penales para poder apreciar así la preferencia del Derecho Penal y la consiguiente obligación de suspensión el procedimiento administrativo. Precisamente esta conexión se daría por la no adopción de medidas de seguridad que dieron origen al siniestro.

En palabras del Tribunal Supremo: «... El artículo 3.2 de la LISOS no contempla la exigencia de triple identidad (hechos, sujetos, fundamento) para que opere la paralización del procedimiento administrativo sancionador. Pero cuando tal precepto habla de que «las infracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal» hay que llevar la locución a su sentido lógico y contextual. Para que haya «infracciones» debe existir alguien a quien atribuirlas pues «constituyen infracciones administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en la presente Ley y en las leyes del orden social (artículo 1.1 de la LISOS) (69) ».

La siguiente derivada de la entrada en juego del principio non bis in idem, ante la concurrencia del procedimiento sancionador administrativo y el penal, es la aplicación del punto 3 del precepto en liza, es decir del artículo 3 de la LISOS.

El punto 3 del artículo 3 de la LISOS indica que: «De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, la Administración continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado probados».

Lo cual implica que debe distinguirse según que en el proceso penal recaiga sentencia condenatoria o absolutoria.

En efecto, las consecuencias en la aplicación del principio non bis in idem van a variar, según el tenor del fallo que resuelva el proceso penal. Si en el proceso penal se dicta sentencia firme de condena por delito, no es posible imponer una sanción administrativa, sin perjuicio de la liquidación de cuotas a la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta, y de la exigencia de reintegro de las ayudas, bonificaciones o de las prestaciones sociales indebidamente percibidas, si procediese.

Por tanto, no cabe alzar la suspensión del procedimiento administrativo y si el mismo se reanuda, y se impugna ante el orden jurisdiccional social la sanción administrativa impuesta, deberá apreciarse en aquél proceso judicial el principio non bis in idem declarando la nulidad de lo actuado, ya que el proceso administrativo no debió continuar.

Si en el proceso penal recae sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento, sí se admite el enjuiciamiento en el proceso social de la impugnación de la sanción administrativa impuesta al empresario por la infracción de normas y medidas de prevención de riesgos laborales (artículo 3.3 de la LISOS en relación con el artículo 151 de la LRJS).

En todo caso en el procedimiento administrativo operará la vinculación de hechos probados de la resolución recaída en el orden jurisdicción penal, por aplicación del principio de cosa juzgada positiva (artículo 222 de la LEC).

Como el proceso penal y el laboral se inspiran en principios y enfoques distintos, puede acontecer que en el proceso penal se dicte sentencia absolutoria y en aparente contradicción, en el proceso social sí se aprecie responsabilidad en la infracción generadora del accidente de trabajo. No obstante. a los efectos de preservar una homogeneidad que garantice unos estándares mínimos de armonía y seguridad jurídica es necesario partir de una premisa clave, la prevalencia del orden jurisdiccional penal sobre la existencia del hecho y su autoría.

En conclusión, la apreciación no rigorista de los presupuestos de aplicación del principio non bis in idem, rebajando el tenor de los mismos desde una triple identidad de hecho fundamento y sujeto (artículo 3.1 de la LISOS) a una mera conexión directa entre los procesos basada en la falta de adopción de medidas de seguridad (artículo 3.2 de la LISOS, en interpretación de STS, Sala de lo Social de 15 de diciembre de 2015 (rec. núm. 34/2015) (70) ], lleva a garantizar la primacía del Derecho Penal y la aplicación del principio de seguridad jurídica en aras de eludir posibles sentencias contradictorias.

La contrapartida es que un procedimiento de índole administrativa puede verse paralizado durante un largo período de tiempo, vinculando su devenir al transcurrir indeterminado de las investigaciones del proceso penal.

En la casuística de los Tribunales, destacamos un supuesto en que el Tribunal Supremo va a apreciar que no concurre la aplicación del principio non bis in idem entre el procedimiento administrativo sancionador y el proceso penal. El Tribunal Supremo recuerda su doctrina en el sentido de destacar que la inexigibilidad de esa triple identidad es únicamente aplicable a efectos de la paralización del expediente administrativo sancionador, mientras se encuentre en curso la tramitación de diligencias penales por los mismos hechos, indicando que: «El elemento más relevante para que opere la regla del artículo 3.2 de la LISOS, no es tanto y necesariamente la identidad entre los sujetos contra los que se dirigen tales procedimientos, sino la conexión directa entre los hechos y las conductas examinadas en cada uno de ellos». Siendo este el elemento diferenciador para no apreciar la aplicación del principio non bis in idem, ya que en el caso de autos se condena en vía penal a la persona física que desempeñaba las funciones de encargado a pie de la obra en la que tuvo lugar el accidente de trabajo, mientras que la sanción administrativa se ha impuesto a la sociedad mercantil, que como persona jurídica ostenta la titularidad de la empresa [STS, Sala de lo Social de 18 de junio de 2020 (rec. núm. 2136/2017) (71) ].

4.2.  La cuestión prejudicial penal y social

La denominada cuestión prejudicial penal (artículo 114.3 de la LECrim), tiene lugar cuando en el seno de un proceso laboral es necesario resolver, con carácter previo y necesario, sobre una cuestión conexa cuyo enjuiciamiento compete al orden jurisdiccional penal, planteándose por tanto, si mientras se resuelve esa cuestión conexa correspondiente al orden jurisdiccional penal, debe o no suspenderse el proceso laboral, a la espera de la respuesta que se de en el proceso penal sobre tal cuestión.

El artículo 86.1 de la LRJS establece taxativamente, la no suspensión del procedimiento por seguirse causa criminal sobre los hechos debatidos.

A pesar de la literalidad del artículo 86 de la LRJS, sobre la no suspensión del proceso laboral, lo cierto es que la cuestión suscitó dudas de interpretación con base en el artículo 16.2 de la Orden de 18 de enero de 1996, por la que se desarrolla el Real Decreto 1300/1995 de 21 de julio, sobre incapacidades laborales del sistema de la Seguridad Social, en cuyo artículo 162 se dispone que: «Cuando se conozca la existencia de algún procedimiento judicial en la vía penal por los mismos hechos, se suspenderá el expediente en este solo aspecto, hasta que recaiga sentencia firme por resolución que ponga fin al procedimiento para los supuestos de declaraciones de responsabilidad empresarial por falta de medidas de seguridad e higiene».

El debate se zanja por el Tribunal Supremo señalando que debe prevalecer la aplicación del principio de celeridad del proceso social (artículo 74 de la LRJS), siendo una cuestión no devolutiva cuyos efectos se circunscriben al proceso en que se dicta [STS, Sala de Social, de 17 de mayo de 2004 (rec. núm. 3259/2003) (72) ].

La única matización que debe hacerse a la no suspensión del proceso social es el supuesto de falsedad documental (artículo 86.2 de la LRJS) en este punto se suspenderá el plazo para adoptar la debida decisión si para dictarla es imprescindible la solución que se alcance en el proceso penal. sea de todo punto indispensable para dictarla.

La suspensión de los plazos en el orden jurisdiccional social si bien favorece la celeridad del procedimiento (artículo 74 de la LRJS), la regla de suspensión de actuaciones del proceso civil (artículo 40.2 de la LEC) refuerza el principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 de la CE).

La aplicación de la cuestión prejudicial entre el proceso penal y el social en el ámbito de los accidentes de trabajo, suele acontecer, en el proceso social, en los litigios de acoso laboral como accidente de trabajo y en el proceso penal, cuando se trata de delimitar si los hechos son constitutivos del ilícito penal contemplado en el artículo 172 ter del CP [ATS, Sala de lo Social, de 21 de marzo de 2017 (rec. núm. 1814/2016)].

En aplicación del artículo 86 de la LRJS, el procedimiento del orden jurisdiccional social debe continuar sin que opere la suspensión de que hablábamos en el epígrafe anterior, ya que no se trata de imponer una sanción, sino de valorar los hechos con distinto enfoque procedimental. Así en nuestro caso en concreto, si el acoso es constitutivo de accidente de trabajo y en el proceso penal si es calificado de delito.

Para que opere la regla del artículo 86.1 de la LRJS sobre cuestión prejudicial penal y social, el proceso social debe situarse al margen del marco sancionador, es decir fuera del proceso social de impugnación de la sanción administrativa por infracción de las medidas de seguridad del accidente laboral. Esto es así, porque si no, la regla que se aplicaría no sería la del artículo 86 de la LRJS, sino la del artículo 3.2 de la LISOS que se examinó en el epígrafe anterior.

En aplicación del artículo 86.1 de la LRJS, el proceso laboral deberá seguir su curso, aun existiendo identidad de hechos, salvo que estemos ante la imputación de una falsedad documental que resultara relevante y decisiva para resolver el fondo del asunto.

En este caso el punto 2 del artículo 86 de la LRJS, dice que el documento debe tener una notoria influencia en el pleito, por tanto, si es un elemento accidental no tendría entidad suficiente como para permitir la suspensión del proceso social. Además, de ser un documento de notoria influencia, esta debe tener tal alcance que no pueda prescindirse en el proceso social de la resolución judicial del proceso penal.

En este único caso se permitiría la suspensión, dando un plazo de ocho días al interesado para que aporte el documento en el proceso social y acredite haber presentado querella. La duración de la suspensión es hasta que se dicte sentencia o auto de sobreseimiento en el proceso penal. Ello deberá ser puesto en conocimiento al órgano judicial del proceso social, por cualquiera de las partes.

Indicar que la no suspensión del proceso laboral en pro del proceso penal tiene como consecuencia evidente, la posibilidad de darse sentencias contradictorias. El legislador es conocedor de este riesgo y lo asume como tal. No obstante, ofrece un mecanismo corrector que es el de interposición del recurso de revisión (artículo 86.3 de la LRJS).

Es decir, si la cuestión prejudicial penal da lugar a que la sentencia penal es absolutoria declarando que el hecho no existe o que el sujeto no ha tenido participación en el mismo, quedará abierta la vía de revisión regulada en la LEC (artículos 509 a 516 de la LEC).

Si el legislador articula este mecanismo revisorio es porque se está partiendo de la idea de que lo declarado en el proceso penal opera en cosa juzgada positiva sobre el proceso social, en cuanto a la declaración de inexistencia del hecho o no participación del sujeto en el mismo.

Por otra parte señalar que la cuestión prejudicial puede plantearse entre procesos dentro del mismo orden jurisdiccional social (artículo 86.4 de la LRJS). De este punto se ocupa la presente obra, al hablar de la excepción procesal de litispendencia, lo cual como se tendrá ocasión de examinar, comporta que, en principio, la tramitación de otro procedimiento ante el orden jurisdiccional social no dará lugar a la suspensión del proceso, salvo los supuestos en que concurra la situación de triple identidad propia de la litispendencia. Ello sin perjuicio de que se deje a las partes la posibilidad de instar la suspensión de uno de los procedimientos en liza, hasta que recaiga resolución firme en el otro procedimiento ante el orden jurisdiccional social que coexiste con aquél, y siempre que la resolución final constituya el objeto principal del otro proceso.

Ello explica por qué el legislador se ha cuidado de no introducir en el punto cuatro la expresión «en ningún caso», porque como se ha dicho, si concurre un proceso social y otro penal, salvo el matiz de la falsedad documental (artículo 86.2 de la LRJS), la regla es la no suspensión.

Pero si se trata de dos procesos laborales, como reclamación de daños y perjuicios y recargo sobre el mismo accidente de trabajo, puede ocurrir que entonces sí, se aprecie la excepción procesal de litispendencia que determina por su propia esencia la suspensión del proceso para evitar sentencias contradictorias. Ya que lo expuesto en el proceso de recargo sobre la relación de causalidad en el acaecimiento del accidente de trabajo vincula en efecto de cosa juzgada al proceso laboral sobre reclamación de daños y perjuicios, siempre y cuando claro está, la resolución haya ganado firmeza, porque de lo contrario, operaría la excepción procesal de litispendencia entre ambos.

En el ámbito de las implicaciones procesales sobre el accidente de trabajo, la prejudicialidad penal también tiene su incidencia en otro campo, que es el de la interrupción de los plazos de prescripción de las acciones de indemnización de daños y perjuicios, ya que, el plazo de prescripción de la acción seguida en el proceso social, se interrumpe para el caso de haberse instado un procedimiento penal.

Se pasa a exponer la relevante sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo en la que se analiza el dies a quo desde el que debe computarse el plazo de prescripción, en un supuesto en que se había iniciado un proceso penal sobre el mismo siniestro [STS, Sala de lo Social, de 1 de junio de 2016 (rec. núm. 457/2016)].

El supuesto de hecho era el siguiente: se trataba de una demanda que se formula contra la empresa aseguradora y herencia yacente de un empresario fallecido el 8 de mayo de 2010 por trabajador accidentado el 10 de diciembre de 2002. El accidente se produjo cuando el trabajador realizaba actividades de montaje en el trabajo en que prestaba servicios, generándole lesiones que le ocasionaron una situación de incapacidad permanente absoluta (IPA), al caer de una altura de 14 metros. La sentencia de instancia considera prescrita la acción de responsabilidad civil y la de suplicación lo confirma, sosteniendo, en sustancia, que la resolución del INSS sobre la IPA fue de 29 de junio de 2004 y que el actor inició denuncia en sede penal el 11 de julio de 2005, con lo que había transcurrido el plazo de un año del artículo 59.2 del ET.

La solución al conflicto en materia de prescripción se expone detalladamente en el fundamento jurídico cuarto, que cifra el comienzo del plazo de ejercicio de la acción de conformidad con el artículo 1968 del CC, al momento en que pudieron ser ejercitados, siendo de aplicación el plazo prescriptivo antes aludido de un año (artículo 59.2 del ET).

Ahora bien, cabe plantearse cuál es el momento en que pudo ejercitarse la acción, ya que ello no necesariamente equivale al momento en que acaece el accidente de trabajo o la del alta médica en el mismo; como tampoco se inicia en la fecha en que se impone el recargo por infracción de medidas de seguridad; en igual forma que los procesos penales deducidos a consecuencia de un accidente de trabajo, impiden que pueda comenzar a correr el plazo prescriptivo de la acción sobre reclamación de daños y perjuicios derivada de ese accidente. No es ese el momento en que debe iniciarse, sino cuando el beneficiario tiene conocimiento tanto de las secuelas y mermas que resultan de las mismas.

De modo que, si se hubiere iniciado un proceso judicial penal, hay que esperar a su finalización, y concretamente a que la sentencia que en tal proceso recaiga devenga firme, pues solo hasta ese momento se supo con certeza cuáles eran las dolencias y secuelas que el actor padece a consecuencia del accidente de autos. Por tanto, debe ser el momento de conocimiento de esta resolución el punto de partida para el ejercicio de la acción de daños y perjuicios. Es decir, los plazos de prescripción de la acción de reclamación de daños y perjuicios se interrumpen hasta la finalización del proceso penal.

Finalmente indicar, que se planteó el problema añadido de a quién corresponde la carga de probar que la acción ha prescrito, correspondiendo la carga a quien alega la excepción de prescripción, como se infiere del brocardo jurídico que dice que corresponde la carga de la prueba al que afirma y no al que niega (artículo 217.3 de la LEC), en aras de garantizar los principios de disponibilidad y facilidad probatoria.

5.  Relaciones e interferencias entre el orden jurisdiccional social y el orden jurisdiccional contencioso-administrativo

Tradicionalmente el foco de conflictos a la hora de delimitar quien es el orden jurisdiccional competente para conocer de un litigio en que se depuren responsabilidades dimanantes de un accidente laboral, se residenciaba en los órdenes jurisdiccional civil y social a la hora de asumir las acciones de reclamación de daños y perjuicios.

Ahora bien, las responsabilidades que dimanan del accidente de trabajo pueden ser de índole administrativa ya que, como se ha indicado (artículo 41 de la LPRL), la infracción de normas de prevención de riesgos laborales puede dar lugar a la imposición de una sanción administrativa, que, hasta la LRJS (artículo 2b y 151) su conocimiento correspondía al orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

En cuyo contexto temporal se incardina la norma ya expuesta, artículo 42.5 de la LISOS (73) , por la que, el orden jurisdiccional social en el proceso de recargo, quedaba vinculado a la sentencia firme del orden contencioso-administrativo por aplicación del principio de seguridad jurídica y legalidad, aunque limitada a la declaración de hechos probados sobre la existencia de infracción de la normativa de prevención de riesgos laborales. Norma de interpretación flexible por la jurisprudencia, al posibilitar la existencia de pronunciamientos distintos, si existe en la ulterior sentencia dictada en el orden jurisdiccional social: «Motivación suficiente que exteriorice el fundamento de la conclusión contradictoria» [STS, Sala de lo Social, de 13 de marzo de 2012 (rec. núm. 3779/2010) (74) ].

Otro de los puntos de encuentro entre el orden social y el contencioso-administrativo se presenta en el marco de las cuestiones de Seguridad Social, porque si bien en el ámbito prestacional no cabe duda alguna de que su conocimiento compete al orden jurisdiccional social (artículo 2 o), existen, sin embargo, otras parcelas cuyo conocimiento debe ser atribuido al orden contencioso-administrativo. Así entre otras materias, será competente para conocer de todas las cuestiones relativas a la cotización, y no solo cuando se impugnen reclamaciones administrativas de deudas, sino también cuando se trata de pretensiones sobre devolución de cuotas ingresadas indebidamente y de declaraciones sobre el alcance en el tiempo de la obligación de cotizar (artículo 3.f de la LRJS)

Procede por tanto analizar estos supuestos que entrañan dificultad a la hora de deslindar qué orden jurisdiccional es el competente, si el social o el contencioso-administrativo.

5.1.  La reclamación de daños y perjuicios por causa de defectuosa asistencia sanitaria prestada por la Mutua colaboradora

Un supuesto fronterizo a la hora de atribuir el conocimiento al orden jurisdiccional social o contencioso, es el atinente al conocimiento de acciones daños y perjuicios por prestación sanitaria defectuosa por un accidente de trabajo dispensada por la Mutua colaboradora, declarándose por la jurisprudencia tradicional incompetente al orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 29 de octubre de 2001 (rec. núm. 4386/2000) (75) ].

El fundamento legal se encuentra en el artículo 3 apartado g de la LRJS que se refiere a la responsabilidad patrimonial de la Administración: «De las reclamaciones sobre responsabilidad patrimonial de las entidades gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, así como de las demás entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de Salud y de los centros sanitarios concertados con ellas, sean estatales o autonómicos, por los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria, y las correspondientes reclamaciones, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad».

Antes de la promulgación de la Ley 4/1999, de 13 de enero, que reformó la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el problema de dilucidar el orden jurisdiccional competente para resolver las reclamaciones de indemnización de daños y perjuicios por causa de defectuosa asistencia sanitaria prestada por una Mutua colaboradora, presentaba serias dificultades y dudas en su solución; pues podían esgrimirse argumentos enfrentados en favor de la competencia de las diferentes Jurisdicciones antes mencionadas.

Se puede afirmar que la promulgación de esta ley despejó las dudas, porque su artículo 3.2 dispuso la inclusión en el texto de esta ley, una nueva Disposición Adicional, la duodécima, en la que se contiene el siguiente mandato: «La responsabilidad de las entidades gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, sean estatales o autonómicos, así como de las demás entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de la Salud y de los centros sanitarios concertados con ellas, por los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria, y las correspondientes reclamaciones, seguirán la tramitación administrativa prevista en esta Ley, correspondiendo su revisión jurisdiccional al orden contencioso-administrativo en todo caso».

Ello debía ponerse en relación con el artículo 41 de la CE que dispone: «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad...». Se incardina en este precepto sin duda alguna, la asistencia sanitaria que dispensan las Mutuas a los trabajadores, como prestación de la Seguridad Social.

Asimismo, es preciso tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 43.2 de la CE: «Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios»; siendo obvio que entre estas prestaciones se encuentra la asistencia sanitaria que suministran las Mutuas mencionadas, lo cual reafirma el carácter público de esta asistencia.

No obstante se pueden esgrimir argumentos que respaldaban la asignación de esta competencia a los Tribunales del orden jurisdiccional social, destacándose los siguientes: «Que la prestación se vinculaba a una prestación de la Seguridad Social, cual es la asistencia sanitaria, pues tal cuestión no es más que una vicisitud o consecuencia de esa prestación, debida al hecho de que la misma se ha llevado a cabo de forma incorrecta o defectuosa; que pudiera incluirse en el radio de acción del artículos 2 de la Ley de Procedimiento Laboral. Las Mutuas son personas jurídicas de naturaleza jurídico privada, pues son asociaciones conformadas por empresarios, según se desprende de lo que prescriben los artículos 80 y siguientes de la LGSS y los artículos 1 y siguientes del Real del Real Decreto 1993/1995 de 7 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento sobre colaboración de las Mutuas de la Seguridad Social» [STSJ, Sala de lo Social (Castilla y León —Burgos—), de 19 de junio de 2019 (rec. núm. 288/2019) (76) ].

Por el contrario se pueden aducir argumentos favorables a la hora de atribuir la competencia al orden jurisdiccional contencioso-administrativo: si la materia es la relativa a la ejecución de una eventual sentencia estimatoria, habría de hacerse efectiva a costa del patrimonio de la Mutua demandada, el cual forma parte del patrimonio de la Seguridad Social y está afectado al cumplimiento de los fines de ésta, como establece el artículo 80 de la LGSS y el artículo 3 del Real Decreto 1993/1995, lo que pone de relieve que, aun cuando las Mutuas colaboradoras sean entidades de carácter privado, dicha responsabilidad definitivamente recae sobre bienes o caudales públicos, pues de tal condición participa el patrimonio de la Seguridad Social.

También se ha dicho que, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo es el competente en atención a la naturaleza de la prestación sanitaria como parte de los servicios integrados en el Sistema Nacional de Salud, aun cuando la gestión se realice a través de conciertos con entidades privadas [STSJ, Sala de lo Social (Comunidad Valenciana), de 15 de diciembre de 2015 (rec. núm. 2808/2015) (77) ].

De modo que, por todo lo expuesto, debe concluirse que la doctrina tradicional o clásica ha venido sosteniendo que si se pretende por el trabajador reclamar una indemnización derivada de una defectuosa asistencia recibida por la Mutua demandada, esto es reclamar la responsabilidad patrimonial por la asistencia sanitaria prestada por la Mutua (artículo 106 de la CE), esta acción habrá de plantearse ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo [Sentencia de la Audiencia Nacional, Contencioso administrativo, de 10 de octubre de 2007 (rec. núm. 655/2005)].

Ahora bien, la doctrina más reciente del Tribunal Supremo ha declarado que es competente para conocer de las cuestiones de determinación de las obligaciones que, en materia prestacional, compete a quienes tienen atribuida la responsabilidad en la prestación de la asistencia sanitaria, el orden jurisdiccional social. Es decir, corresponde a ese orden y no al contencioso-administrativo, los litigios sobre las reclamaciones por los gastos de asistencia sanitaria que prestó la Mutua [STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 14 de enero de 2020 (rec. núm. 5030/2017)].

Para llegar a esta conclusión, se atiende a la especial naturaleza que tienen las Mutuas colaboradoras de la Seguridad Social y al criterio de atribución de competencias del artículo 2 de la LRJS.

En cuanto al primer punto, relativo a la naturaleza de las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, debe tenerse presente que el artículo 80.1 de la LGSS, establece que son asociaciones privadas de empresarios constituidas mediante autorización del Ministerio de Empleo y Seguridad Social e inscripción en el registro especial dependiente de este. En esa misma línea, tienen «naturaleza privada» (artículo 80.4 de la misma Ley), aunque forman parte del sector público estatal de carácter administrativo, de conformidad con la naturaleza pública de sus funciones y de los recursos económicos que gestionan. No son, pues, Administraciones públicas a los efectos del art. 1 de la LJCA, ni, en concreto, participan de la naturaleza jurídica de las Entidades de derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades locales, que cita ese mismo artículo en su número 2, letra d.

En cuanto al segundo, relativo a la aplicación de los criterios de atribución competencial al orden jurisdiccional social, se atiende al propio tenor del artículo 2 punto o de la LRJS, anteriormente analizado y también, a la letra s del artículo 2 de la LRJS, al disponer que compete al orden jurisdiccional social conocer de las cuestiones litigiosas que se promuevan en impugnación de actos de las Administraciones públicas, sujetos a derecho administrativo y que pongan fin a la vía administrativa, dictadas en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia de Seguridad Social, distintas de las comprendidas en el apartado o) de este artículo, incluyendo las recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en esta materia y con excepción de las especificadas en la letra f del artículo 3.

En efecto, el artículo 3.f de la LRJS, excluye de la competencia del orden social a las: «Impugnaciones de los actos administrativos en materia de Seguridad Social relativos a inscripción de empresas, formalización de la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, afiliación, alta, baja y variaciones de datos de trabajadores, así como en materia de liquidación de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción vinculadas con dicha liquidación de cuotas y con respecto a los actos de gestión recaudatoria, incluidas las resoluciones dictadas en esta materia por su respectiva entidad gestora, en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta con las cuotas de Seguridad Social y, en general, los demás actos administrativos conexos a los anteriores dictados por la Tesorería General de la Seguridad Social; así como de los actos administrativos sobre asistencia y protección social públicas en materias que no se encuentren comprendidas en las letras o) y s) del artículo 2».

La asistencia sanitaria forma parte de la exclusión del art. 3.g LRJS, pero sólo en relación con las reclamaciones sobre responsabilidad patrimonial por daños y perjuicios causados por la misma o con ocasión de ella, en consonancia con lo dispuesto en el art. 2 e de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa

5.2.  El reintegro de gastos de prestaciones sanitarias

Es competente el orden jurisdiccional social para conocer de las reclamaciones sobre prestaciones de Seguridad Social (artículo 2.o), incluidas las prestaciones sanitarias derivadas de un accidente de trabajo.

Dentro de estas prestaciones, se deben entender incluidas las relativas a las reclamaciones de reintegro de gastos médicos [STS, Sala de lo Social, de 27 de enero de 2015 (rec. núm. 138/2014) (78) ].

Ahora bien, ¿qué orden jurisdiccional es competente para conocer de la reclamación de reintegro de gastos médicos por parte de la Mutua al sistema público de salud, ante la prestación de asistencia sanitaria al trabajador por la previsión inicial de devenir tal necesidad de una contingencia profesional que finalmente no fue tal?

La cuestión ya ha sido resuelta por el Tribunal Supremo, en el sentido de confirmar que la competencia es del orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 20 de noviembre de 2019 (rec. núm. 3255/2018) (79) ].

Para llegar a esta conclusión el Tribunal Supremo declara que los servicios sanitarios de las Mutuas forman parte del Sistema Nacional de Salud, por lo que están obligadas a prestar la debida asistencia sanitaria cuando un trabajador acude a la misma por una dolencia que aparece de manera súbita. Tiene derecho la Mutua a reclamar el reintegro, si después de la primera asistencia sanitaria, se determina que el origen de las contingencias es común, correspondiendo, entonces, asumir al INSS los gastos de la inicial atención sanitaria.

La Mutua debe dispensar esa prestación sanitaria inicial (antes de que la contingencia se calificase) ante la petición de asistencia por parte del beneficiario, al no poder descartarse su carácter profesional, pudiendo la misma reclamar el reintegro de los gastos sanitarios vertidos a la Administración Pública.

En este sentido el TS declara que la Mutua tiene derecho a que el sistema nacional de salud le abone los gastos de asistencia sanitaria una vez se acredita el origen común de las dolencias. La prestación de la Mutua se dispensa porque era lógico y adecuado prestar la asistencia que se le requirió, ya que podría tratarse de una contingencia profesional, sin perjuicio de que con posterioridad tal contingencia se declara como común [STS, Sala de lo Social, de 15 de diciembre de 2020 (rec. núm. 4931/2018) (80) ].

Procede examinar a continuación un supuesto fronterizo en reclamación de reintegro de gastos médicos cuya competencia corresponde al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, cuando el reintegro de tales gastos se focaliza como reclamación de responsabilidad patrimonial por el anormal funcionamiento de la Administración Pública.

Es decir, el orden jurisdiccional social es competente para conocer de las reclamaciones de reintegro de gastos médicos por asistencia sanitaria prestada por servicios ajenos a la Seguridad Social, entendiendo este reintegro de gastos médicos como un derecho de los beneficiarios si existe urgencia vital y no hay posibilidad de utilizar los servicios de la sanidad pública (artículo 4.3 del Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud y el procedimiento para su actualización).

Sin embargo, cuando lo que se solicita es el reintegro de gastos médicos derivado de una asistencia sanitaria defectuosa por parte del sistema público, el tratamiento es diferente. Entonces nos hallamos ante una reclamación de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, encomendada al orden contencioso-administrativo (artículo 2.e de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y artículo 3.g de la LRJS), siendo ello así tanto si el servicio sanitario se califica como defectuoso por error de diagnóstico, como por denegación injustificada de asistencia.

5.3.  Los actos administrativos: las actas de la Inspección de Trabajo

Cuando se produce un accidente laboral, lo normal es que intervenga la Inspección de Trabajo y de la Seguridad Social, ya sea de oficio o bien por denuncia previa (artículo 9 LPRL) (81)  a los efectos de determinar si ha tenido lugar la infracción de las medidas de seguridad.

En esta comprobación se levantará, o bien, acta de infracción o en su caso acta sobre liquidación de cuotas como procedimiento sancionador o bien se procederá a elevar un informe propuesta sobre recargo, teniendo en cuenta, no obstante, que no va a ser necesario para el inicio del procedimiento de recargo la propuesta favorable de la Administración pública en tanto que puede instarse por el propio interesado (82) .

La jurisdicción social es el orden competente para conocer de la impugnación de las sanciones administrativas impuestas en materia de incumplimiento de normas de prevención de riesgos laborales. Infracción que es valorada en el acta de infracción levantada por la Inspección de Trabajo.

Con anterioridad a la promulgación de la LRJS (artículos 2.n y 151), el conocimiento de estos asuntos residía en la jurisdicción contencioso-administrativa (artículo 42.5 de la LISOS).

Ahora bien, en relación con las reclamaciones relativas a actas de liquidación de cuotas y actos de gestión recaudatoria, el conocimiento de estos pleitos no compete al orden jurisdiccional social sino al contencioso-administrativo [STS, Sala de lo Social, de 10 de diciembre de 2014 (rec. núm. 2599/2013) (83) ].

En esta parcela de ámbito de actuación relativa a si estamos ante un supuesto de recaudación o de prestación de la Seguridad Social, se plantea un litigio que se refería a la falta de alta en la Seguridad Social y solicitud de reintegro del capital coste a la empresa por parte de la Mutua en la prestación de incapacidad reconocida por el accidente de trabajo. Si el conflicto se incardina en el campo de la recaudación, sería el orden jurisdiccional competente el contencioso-administrativo y si por el contrario se considera aplicable al campo de las prestaciones de Seguridad Social, es competente en este último supuesto el orden jurisdiccional social.

La Mutua interpuso demanda frente al INSS, la TGSS, la empresa y el trabajador, en reclamación del capital coste de la incapacidad permanente total reconocida como consecuencia del accidente de trabajo sufrido por el trabajador, sin que la empresa hubiera cursado su alta en la Seguridad Social, lo que se hizo de oficio en virtud de acta inspectora, declarándose por sentencia de instancia y suplicación la competencia del orden jurisdiccional social, la existencia de acción y la legitimación activa de la Mutua.

Ante la cuestión de si el orden jurisdiccional social es competente para conocer de la pretensión de reintegro ejercitada por una Mutua derivada del cumplimiento de la resolución administrativa que le impuso la constitución del capital coste de la prestación, en concepto de anticipo una vez declarada la responsabilidad empresarial por falta de alta del trabajador en la fecha del accidente, se considera competente el orden jurisdiccional social, ya que se está ante un acto de reconocimiento prestacional y no meramente recaudatorio [STS, Sala de lo Social, de 9 de abril de 2019 (rec. núm. 2150/2017) (84) ].

En efecto, no puede sostenerse que constituya un acto de gestión recaudatoria que habilitaría la competencia del orden contencioso-administrativo, toda aquella gestión: «Que haga relación a la obtención de recursos de Seguridad Social, incluida la referente a la recaudación de prestaciones», [STS, Sala de lo Social de 9 de abril de 2019 (rec. núm. 2150/2017) (85) ] ya que ello excedería el carácter genérico de la atribución de competencias en materia de Seguridad Social (artículo 2.o). Sería no conforme a derecho traspasar al orden contencioso-administrativo las responsabilidades derivadas de accidente de trabajo por el mero hecho que la declaración que las definió venga contenida en una resolución administrativa.

5.4.  Los actos administrativos en materia de Seguridad Social: el recargo de prestaciones

Como es sabido, la Inspección de Trabajo intervendrá cuando ha tenido lugar un accidente de trabajo a los efectos de comprobar si se han quebrantado o no las medidas de seguridad (artículo 6 del RD 1430/2009, de 11 de septiembre).

El devenir de esta actuación de la Inspección de Trabajo determinará con carácter general un informe propuesta de imposición de recargo en que constarán los hechos, circunstancias, disposición normativa infringida, la causa que motiva la propuesta y el porcentaje a aplicar (86) .

Las reclamaciones referentes al incremento de prestaciones por infracción de medidas de seguridad en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional, previsto en el artículo 164 de la LGSS, vienen siendo ventiladas por los órganos jurisdiccionales laborales, en cuanto prima su relación con la acción protectora; lo que se recarga, al fin y al cabo, es la prestación.

La incardinación de la competencia judicial al orden jurisdiccional social alcanza a todas las pretensiones que se formulen en relación con: «Los actos administrativos de Seguridad Social, que afecten a los actos de encuadramiento y a la acción protectora» [STS, Sala de lo Social, de 16 de mayo de 2006 (rec. núm. 5001/2004) (87) ].

La atribución competencial no se refiere únicamente al control judicial del contenido sustantivo de los actos, sino que se refiere de forma amplia a todos los litigios en materia de Seguridad Social, sin ningún límite en función del carácter material o formal de la causa de impugnación del acto, no siendo aplicable aquí el criterio de los denominados actos separables, que se recoge en el artículo 2.b de la Ley de Jurisdicción Contencioso-Administrativa 29/1998 (88) .

5.5.  La reclamación de indemnización de daños y perjuicios derivada de acoso laboral sobre personal funcionario

El acoso laboral es un riesgo psicosocial cuyo acaecimiento puede ser calificado como auténtica contingencia profesional. Constituye un proceso de alteración de la salud del trabajador que, no pudiendo ser calificado en sentido técnico-jurídico de enfermedad profesional, sí podría guardar una relación causal con la prestación de servicios desempeñada, equiparándose en su tratamiento al accidente de trabajo [STS, Sala de lo Social, de 18 de enero de 2005 (rec. núm. 2005/1157); STSJ, Sala de lo Social (País Vasco) de 7 de octubre de 1997 (rec. núm. 1997/ 3163)].

El acoso laboral no puede ser calificado como enfermedad profesional pues por el momento no se cataloga como tal (89) . Debiendo no obstante tenerse en cuenta que en el boletín oficial de las Cortes Generales de fecha 20 de marzo de 2018 se publica la tramitación parlamentaria de la proposición no de ley para modificar el RD 1150/2015 de 18 de diciembre, por el que se modifica el RD 1299/2006 de 10 de diciembre por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de Seguridad Social para que se añade como enfermedades profesionales el estrés y el acoso laboral.

Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo (artículo 14.1 de la LPRL) y en el cumplimiento de este deber de protección, el empresario tiene la obligación de garantizar la seguridad y salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo, y dentro de sus responsabilidades se incardina la prevención de los riesgos con la adopción de cuantas medidas sean necesarias (artículo 14.2 de la LPRL).

A los efectos competenciales que nos ocupan, se nos plantea la cuestión relativa a quien es el orden jurisdiccional competente cuando se ejercita la acción de reclamación de daños y perjuicios derivada de una situación de acoso laboral sobre personal funcionario.

Ha existido un cierto vaivén normativo —y jurisprudencial- en relación con cuál sea el orden jurisdiccional competente para entrar a conocer de las reclamaciones de índole laboral del llamado personal estatutario, si el social o el contencioso-administrativo, pero desde la aprobación del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud, Ley 55/2003, tal discusión se zanja ya que regula, conforme a su artículo 1: «La relación funcionarial especial del personal estatutario de los servicios de salud», siendo competente para resolver las cuestiones de este personal la jurisdicción contencioso administrativa.

En lo que ahora interesa, se señala en el artículo 3.c de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, que no conocerán los órganos jurisdiccionales del orden social: «De la tutela de los derechos de libertad sindical y del derecho de huelga relativa a los funcionarios públicos, personal estatutario de los servicios de salud y al personal a que se refiere la letra a del apartado 3 del artículo 1 del ET».

En todo caso, de modo excepcional, el artículo 2.e de la vigente LRJS citada señala que, los órganos jurisdiccionales del orden social conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: «Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario como frente a otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la impugnación de las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos sus empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, en igualdad de condiciones con los trabajadores por cuenta ajena, incluida la reclamación de responsabilidad derivada de los daños sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral; y siempre sin perjuicio de las competencias plenas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de sus funciones». Lo que quiere decir, en palabras de la Exposición de Motivos de la propia LRJS, que esta unificación jurisdiccional, en esta materia: «Permite de manera general convertir el orden social en el garante del cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales...».

Para solucionar este conflicto de colisión de jurisdicciones, debe recordarse que el orden social de la jurisdicción tiene atribuido el conocimiento de las controversias entre trabajadores y empresarios, incluida la protección de derechos fundamentales y libertades públicas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.a y f de la LRJS. Mientras que todo lo relativo a las controversias entre las diversas Administraciones Públicas y sus funcionarios, corresponde al orden de lo contencioso-administrativo, incluso en relación con la ya indicada protección de derechos fundamentales.

Por ello cuando la pretensión no se refiere a las responsabilidades en materia de seguridad y salud laborales de la Administración pública, sino a una reclamación de daños y perjuicios derivada de acoso, el orden jurisdiccional competente es el contencioso-administrativo siempre que se trate de pretensiones ejercitadas por personal funcionario, no laboral.

Cuando se trata de pretensiones sobre acoso fundadas en la materia de prevención de riesgos laborales, el orden competente es el social con base en el artículo 2.e de la LRJS [STS, Sala de lo Social, de 24 de junio de 2019 (rec. núm. 123/2018)].

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo [STS, de 17 de mayo de 2018 (rec. núm. 3598/ 2016) en un supuesto en que se había presentado demanda por un médico con la condición de personal estatutario frente al Servicio Canario de Salud por tutela de derechos fundamentales, alegando que viene sufriendo acoso y solicitando una indemnización por daños y perjuicios, concluye que aplicando el artículo 2.f de la LRJS sería competente el orden jurisdiccional de lo contencioso-administrativo.

Otro supuesto, es el abordado en la STS, Social de 11 de octubre de 2018 (rec. núm. 2605/2016) en el que se declara la competencia del orden jurisdiccional social. El litigio versaba sobre una demanda por acoso laboral y reclamación de los daños derivados de esa situación para la funcionaria accionante. Por el Juzgado se dictó ad limine auto declarando la incompetencia objetiva de esta jurisdicción. El Tribunal Supremo resuelve afirmando que cuando se reclaman daños morales y materiales derivados de acoso moral con infracción de normativa de prevención de riesgos laborales y no por violación de otro derecho fundamental concreto, la competencia del orden jurisdiccional social es plena de conformidad con el artículo 2.e de la LRJS.

La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 24 de junio de 2019 (rec. núm. 123 /2018) (90)  sentó doctrina a la hora de reconocer que la competencia para conocer de las materias relativas a la prevención de riesgos corresponde al orden jurisdiccional social con independencia de los sujetos afectados. La razón esencial que determinó la promulgación de la actual norma procesal social, LRJS fue atribuir al orden jurisdiccional: «El conocimiento más completo de la materia social» por su mayor especialización, erigiéndose como ley unificadora a favor de los juzgados y tribunales del orden jurisdiccional social de todas las materias de prevención de riesgos laborales, accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, exceptuando únicamente las cuestiones de índole penal.

Sobre la cuestión atinente a la perspectiva de género en el marco del acoso laboral, nos remitimos a las reflexiones contenidas en el capítulo IV de la presente obra.

5.6.  La salvaguarda de los derechos de seguridad y salud de los trabajadores en el marco de la COVID-19

Otro punto de fricción entre estas dos jurisdicciones se ha producido en el marco de la COVID-19, a la hora de salvaguardar los derechos de seguridad y salud de los trabajadores, para evitar el contagio del virus en el marco de la relación laboral, siendo varios los argumentos esgrimidos por cada una de estas jurisdicciones.

Esta discrepancia a la hora de enfocar la tutela, esencialmente cautelar, instada con carácter general por los distintos colectivos de trabajadores especialmente afectados por la irrupción de la COVID 19 en el marco de la relación laboral, hasta cierto punto sorprende, ya que a priori parecía clara su incardinación en el marco de la prevención de riesgos laborales del artículo 2 e de la LRJS.

Este es precisamente el argumento de la jurisdicción social que fundamentalmente sustenta el conocimiento de estos litigios en el artículo 2.e de la LRJS, que como es sabido, atribuye a la jurisdicción social las materias relativas a prevención de riesgos laborales, incluso cuando se trate de actuaciones dimanantes de la Administración Pública, y respecto de todos sus empleados, ya sean funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal laboral personal laboral (91) .

Se configuraría así el orden jurisdiccional social como garante de los derechos sobre seguridad y salud de los trabajadores, incluyendo las competencias sobre medidas cautelares (artículo 79 de la LRJS).

No obstante, la jurisdicción contencioso-administrativa emplea otros argumentos para asumir la competencia. Sus postulados se basan en que las pretensiones ejercitadas en materia cautelar impugnan la inactividad del Ministerio de Sanidad por incumplimiento del artículo 12.4 del Real Decreto 463/2020. Y siendo el Gobierno la autoridad competente durante el estado de alarma para hacer frente a la pandemia (artículo 4 del Real Decreto 463/2020), aun cuando las funciones contempladas en esa disposición puedan delegarse en otras autoridades, entre las que se cuenta el Ministro de Sanidad, la jurisdicción competente sería la contencioso-administrativa [AATS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 25 y 30 de marzo de 2020 (rec. núm. 88 y 91/2020)].

Este posicionamiento se vería reforzado con la idea de que no toda pretensión vinculada a la seguridad y salud en el trabajo es materia incardinable en sede de prevención de riesgos laborales [AAN, Sala de lo Social, de 30 de junio de 2020 (rec. núm. 261/2020)].

Ahora bien, en otro orden de cosas, si se trata de la impugnación de la actuación del Gobierno como órgano político y no como órgano de la Administración (impugnación de los Reales Decretos sobre declaración del estado de alarma y su prórroga) su actuación no puede calificarse como administrativa y su control excedería de los Tribunales de Justicia, aunque no quedaría huérfana de fiscalización ya que se articularía vía procesos de constitucionalidad, planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad y recurso de amparo [ATS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 6 y 12 de mayo de 2020 (rec. núm. 96 y 112/2020)].

Como se aprecia, siendo distintos los criterios en torno a quién debe erigirse como orden jurisdiccional competente, entiendo que debe preponderar el conocimiento de tales litigios por el orden jurisdiccional social, al ser una materia propia del marco de la prevención de riesgos laborales, [ASCCTS, núm. 12, de 6 de mayo de 2019 (rec. núm. 22/2018)], sin que la declaración del estado de alarma altere la esencia de los criterios de atribución competencial (artículo 2 e de la LRJS).

6.  Confluencia de jurisdicciones: posición de la Sala de lo Civil versus Sala de lo Social

El trabajador que sufra cualquier lesión derivada de un accidente de trabajo (artículo 156 de la LGSS) debe ser reparado de las resultas del mismo, planteándose entonces ante quien debe ejercitar su pretensión.

Estas consecuencias que se derivan del accidente de trabajo son de diversa índole, reconocimiento de prestación Seguridad Social, incremento por recargo… cuyo conocimiento compete sin duda alguna al orden jurisdiccional social (artículo 2.º de la LRJS)

Ahora bien, si lo que se reclama es una indemnización de daños y perjuicios derivada del accidente de trabajo, la cuestión de quién es el orden jurisdiccional competente ha sido tradicionalmente abordada desde el orden jurisdiccional civil y social, con el argumento de que se trata de una responsabilidad susceptible de ser calificada como contractual o extracontractual a tenor de lo establecido en los artículos 1101 y 1902 del CC [SSTS, Sala de lo Civil, de 5 de enero de 1982; 10 de febrero de 1998 (rec. núm. 505/94)].

6.1.  El origen del conflicto: responsabilidad contractual versus extracontractual

El accidente de trabajo, tradicionalmente, ha sido considerado como supuesto prototípico de caso fronterizo o mixto entre la responsabilidad contractual y la extracontractual como corresponde a todas aquellas relaciones contractuales en las que, con la ejecución de la prestación se compromete directamente la integridad física de una de las partes, las llamadas obligaciones de seguridad, protección o cuidado [SSTS, Sala de lo Civil, de 6 de octubre de 1992 (rec. 1402/1990) (92) ; de 24 de julio de 1998 (rec. núm. 918/1994)].

La inicial atribución de competencias al orden jurisdiccional civil o social, se basaba en la naturaleza de la responsabilidad indemnizatoria que resultara del accidente de trabajo. Tres son las clases de responsabilidad generada por un accidente laboral: la contractual del artículo 1101 del CC, la extracontractual del artículo 1902 del mismo cuerpo legal y la derivada de un ilícito penal; prescindiendo de esta última, el deslinde de competencia entre los órganos judiciales civil y laboral a la hora de asumir el conocimiento de los otros tipos o clases de responsabilidad patrimonial derivada de accidente de trabajo se basaba en el binomio responsabilidad contractual para el orden social, extracontractual para el orden civil [SSTS, Sala de lo Civil, de 10 de febrero de 1998 (rec. núm. 505/94); de 20 de marzo de 1998 (rec. núm. 741/94); STS, Sala de lo Social, de 22 de junio de 2005 (rec. núm. 2005\6765) (93) ].

En efecto, la responsabilidad contractual (artículo 1101 del CC) con base en el contrato de trabajo, vínculo jurídico, era un criterio claro de atribución competencial al orden jurisdiccional social, donde se exigía el incumplimiento del contrato, un daño y una relación de causalidad entre el daño y el incumplimiento.

Sin embargo, para los civilistas la indemnización de un accidente de trabajo proveniente de una responsabilidad extracontractual (artículo 1902 del CC) era elemento definidor de su atribución competencial, exigiéndose una acción u omisión negligente que llevaba aparejada un daño, y una relación de causalidad entre la conducta negligente y el daño [STS, Sala de lo Civil, de 29 de noviembre de 2005 (rec. núm. 1434/1999) (94) ].

Inicialmente por la Sala de lo Civil se consideró que la responsabilidad civil del empresario por el accidente de trabajo debía tener naturaleza extracontractual, porque se trataba de un hecho ajeno al contrato de trabajo, aplicando el argumento, habitual en la jurisprudencia del momento, de que se trataba de: «Un suceso que se encontraba fuera de la rigurosa órbita de lo pactado» [STS, Sala de lo Civil, de 6 de octubre de 1992 (rec. núm. 1402/1990) (95) ].

La posición tradicional por tanto de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo fue la de asumir la competencia para conocer de la indemnización de daños y perjuicios derivada de accidente de trabajo, al entender que la responsabilidad derivada del aquel, tenía naturaleza extracontractual por ser un hecho ajeno al contrato de trabajo, con base en la idea de reparación del daño, vis atractiva o expansiva de la misma: «Perteneciendo al campo del derecho privado los valores seguridad y salud del trabajo» [STS, Sala de lo Civil, 24 de diciembre de 1997 (rec. núm. 3219/1993)].

El orden jurisdiccional civil se erigía como orden jurisdiccional competente para el conocimiento de las reclamaciones por indemnización derivada de los daños y perjuicios irrogados tras el devenir del siniestro, haciendo uso de su vis extensiva ante la ausencia de norma procesal expresa que delimitara con contundencia qué orden jurisdiccional es competente [STS, Sala de lo Civil, de 8 de octubre de 1984 (rec. núm. 539/1984)], en el marco de los postulados de responsabilidad extracontractual del artículo 1902 del CC

Ya en la década de los noventa, tras la promulgación de la LOPJ, por la jurisdicción social se intenta hacer frente a esa línea jurisprudencial, atribuyendo el conocimiento de los asuntos derivados del accidente de trabajo al orden jurisdiccional social, basando la competencia en que la pretensión de indemnización se fundaba en el incumplimiento de normas laborales, de modo que las reclamaciones por responsabilidad del empresario que eran consecuencia del incumplimiento del contrato de trabajo pertenecían al orden social [STS, Sala de lo Social, 24 de mayo de 1994 (rec. núm. 2249/93)].

Es decir, si la responsabilidad dimanaba de la propia órbita del contrato laboral, con base en una responsabilidad contractual el orden a conocer sería el social [STS, Sala de lo Civil, de 21 de noviembre de 1995 (rec. núm. 1532/1992) (96) ].

Se declaraba en esta colisión competencial, inicialmente por parte de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que la responsabilidad civil ante el acaecimiento de un accidente de trabajo era una responsabilidad subjetiva y culpabilística en el sentido más clásico y tradicional.

Ello incidía sobre la cuestión procesal de la carga de la prueba al comportar la exigencia de acreditación de la relación causal entre el incumplimiento empresarial sobre seguridad y salud y el resultado dañoso [STS, Sala de lo Social, de 2 de febrero de 1998 (rec. núm. 124/1997) (97) ].

Esta concepción subjetivista va evolucionando a una concepción originaria, de culpa sin adjetivaciones [STS, Sala de lo social, de 18 de julio de 2008 (rec. núm. 437/2007) (98) ].

Superándose progresivamente esta acepción, a raíz de determinados pronunciamientos jurisprudenciales, siendo relevante la cita de la STS, Sala de lo social, de 30 de junio 2010 (rec. núm. 4123/2008) (99)  en la que rechaza la concepción subjetivista de la culpabilidad en su sentido más clásico, ya que: «No son parejas la relación empresario trabajador, siendo el empresario el que crea el riesgo y el trabajador el que lo sufre».

Ahora bien, si en el accidente de trabajo intervienen otros sujetos ajenos a la relación laboral que pueden resultar responsables, la situación se complica. Hablamos de sujetos distintos del empresario, como mandos, directivos, compañeros de trabajo, técnicos de prevención, otros empresarios, fabricantes, etc. En relación con todos ellos podría pensarse que, de existir responsabilidad, normalmente sería extracontractual, pues no les une ninguna relación contractual con el trabajador dañado.

Pero puede considerarse también, que, esa responsabilidad sea una extensión de responsabilidad que deriva de la propia normativa legal, que a su vez integra necesariamente el contrato de trabajo, es decir, una contravención de obligaciones establecidas en normas laborales, un ilícito laboral, en la medida que, en no pocas ocasiones las conductas exigibles de estos terceros aparecen recogidas en aquellas normas (obligaciones de evaluación, actuaciones previstas en el plan preventivo, actuaciones de los coordinadores de seguridad en la construcción, etc).

Esta nueva proyección de la asunción del conocimiento sobre la base del ilícito laboral, permite superar el clásico criterio de atribución competencial que venía sosteniendo la jurisprudencia, sobre el binomio responsabilidad contractual extracontractual [STS, Sala de lo Civil, de 15 de enero de 2008 (rec. núm. 2374/2000)].

Es decir, la responsabilidad que deriva del accidente de trabajo se inserta en el campo propio del Derecho Laboral, aunque no exista vinculación contractual alguna entre el responsable y el trabajador, correspondiendo su conocimiento al orden jurisdiccional social, de forma que: «Esta especial responsabilidad extracontractual queda englobada e inmersa en la extensa y compleja materia de la prevención de riesgos laborales en el trabajo y de la seguridad en el mismo» [STS, Sala de lo Social, 29 de octubre de 2001 (rec. núm. 4386/2000)].

La solución a esta problemática sobre la confusión de órdenes jurisdiccionales competentes es clave en orden a garantizar la seguridad jurídica (artículo 9.3 de la CE) y unidad de la causa, evitando la dispersión o disgregación de la misma y ahorrando a la víctima un posible peregrinaje judicial en búsqueda de la jurisdicción competente.

En definitiva, es necesario garantizar una tutela uniforme en ese ámbito, que reduzca la posibilidad de sentencias contradictorias y proporcione al mismo tiempo una tutela judicial efectiva en favor de preservar la seguridad jurídica (artículos 9.3 y 24 de la CE).

Solución que viene de la mano de la LRJS, al fijar de un modo contundente la atribución competencial sobre accidente de trabajo al orden jurisdiccional social en su artículo 2.b: «En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabientes contra el empresario o contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente».

6.2.  Posición de la Sala Civil del Tribunal Supremo. Especial consideración a la Sentencia del Tribunal Supremo de 15 enero 2008

Como se ha indicado, inicialmente por la Sala Civil del Tribunal Supremo se consideró que la responsabilidad civil del empresario por el accidente de trabajo debía tener naturaleza extracontractual, porque se trataba de un hecho ajeno al contrato de trabajo, aplicando el argumento, habitual en la jurisprudencia del momento, de que se trataba de un suceso que se encontraba fuera de la rigurosa órbita de lo pactado [SSTS, Sala de lo Civil, de 10 de octubre de 1980 (rec. núm. 284/1980); de 5 de enero de 1982; de 9 de marzo de 1983].

La posición tradicional por tanto de la Sala Civil del Tribunal Supremo fue la de asumir la competencia para conocer de las reclamaciones de daños y perjuicios derivadas de accidente de trabajo, al entender que la responsabilidad civil derivada del accidente de trabajo tenía naturaleza extracontractual y por tanto era un hecho ajeno al contrato de trabajo. Es la responsabilidad aquiliana del artículo 1.902 del CC que dispone que: «El que por acción u omisión cause daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado», al nacer la responsabilidad no del contrato, sino de un acto dañoso [STS, Sala de lo Civil, de 8 de octubre de 1984 (rec. núm. 539/1984) (100) ].

No obstante, entre los años 1997-98 y frente a la anterior concepción, que era la dominante en la jurisprudencia de la Sala Civil, se intenta abrir paso una línea de resolución de estos conflictos que excluía la competencia de la jurisdicción civil cuando la pretensión de indemnización se fundaba en el incumplimiento de normas laborales [STS, Sala de lo Civil, de 24 de diciembre de 1997 (rec. núm. 3219/1993) (101) ]. Se intentaba así conciliar los distintos posicionamientos a la hora de asumir la competencia en este tipo de procedimientos, reconociendo la competencia del orden jurisdiccional social cuando la pretensión indemnizatoria se fundaba en el incumplimiento de normas laborales.

En esta línea se incardinan numerosos pronunciamientos jurisprudenciales incluso de la Sala de lo Social, en los que se reconoce a la jurisdicción social como competente con base en los artículos 9.5 y 25 de la LOPJ [STS, Sala de lo Civil, de 20 de marzo de 1998 (rec. núm. 741/1994) (102) ].

La argumentación para reconocer a la jurisdicción social como competente es que el accidente de trabajo es, un conflicto individual derivado de las relaciones propias del contrato de trabajo, habida cuenta de que por virtud de su contrato de trabajo, el trabajador tiene derecho a una protección eficaz, por lo que la jurisdicción social extiende su competencia para conocer de las cuestiones litigiosas que se produzcan entre empresarios y trabajadores como consecuencia de su contrato de trabajo.

En definitiva, se establece el criterio de que la competencia corresponde a la jurisdicción social, pues el cumplimiento de los deberes legales impuestos por la legislación sobre seguridad e higiene en el trabajo (artículo 14 LPRL) se integran en el contenido de la relación laboral, cuyo conocimiento es materia propia de la jurisdicción social.

Sin embargo, cuando parecía que existían avances a la hora de sentar las bases con un criterio uniforme reconociendo a la jurisdicción social como competente, la Sala de lo Civil retoma una línea distinta, alineándose con la doctrina favorable a remitir estos conflictos a la jurisdicción civil, sobre la base de la responsabilidad extracontractual: «Para que la responsabilidad extracontractual, regulada en el artículo 1902 del Código Civil, sea admitida, se hace preciso la conjunción de los requisitos siguientes: uno, subjetivo, consistente en la existencia de una acción u omisión generadora de una conducta imprudente o negligente atribuible a la persona o entidad contra la que la acción se dirige; otro, objetivo, relativo a la realidad de un daño o lesión; y, por último, la relación causal entre el daño y la falta; asimismo, la doctrina jurisprudencial se inclina por la tesis de que no resulta suficiente la diligencia reglamentaria, si la realidad fáctica evidencia que las garantías adoptadas para evitar los daños previsibles han resultado ineficaces» [STS, Sala de lo Civil, de 13 de julio de 1999 (rec. núm. 5028/1999) (103) ]. Se llega incluso a recriminar al Tribunal de Instancia que se hubiera apoyado en los criterios sustentados por los autos de la Sala de Conflictos, cuyas resoluciones, dice, carecen de entidad para la creación de doctrina jurisprudencial.

En este afán expansivo de la jurisdicción civil lapidando los avances en unificación de competencias hacia la jurisdicción social, se pronunciaron otros dictados indicando que: «La jurisprudencia de esta Sala entiende son compatibles las responsabilidades derivadas del propio contrato de trabajo y las derivadas del artículo 1902 del Código Civil» [STS, Sala de lo Civil, de 24 de noviembre de 1998 (rec. núm. 2291/1994) (104) ].

Se reitera este criterio expansivo de la jurisdicción civil en asumir la competencia cuando se acciona al amparo de los artículos 1902 y 1903 del CC, con base al argumento de que: «Corresponde a este orden jurisdiccional el conocimiento del asunto, la compatibilidad de responsabilidades en punto a la indemnización por accidente de trabajo y la dimanante de acto culposo está reconocida por numerosa jurisprudencia, que dice no se excluyen, sino que, por el contrario, las reglamentaciones laborales especiales vienen explícitamente reconociendo la vigencia en estos casos de los artículos 1902 y 1903 del CC, al decir que la jurisdicción civil no viene vinculada a la laboral, siendo por tanto independiente para enjuiciar conductas cuando se acciona al amparo de los artículos 1902 y 1903 del CC, ya que la responsabilidades aquiliana es compatible con la derivada en base a relación de trabajo, y la de 5 de enero de 1982 al expresar que son completamente compatibles ambas responsabilidades» [STS, Sala de lo Civil, de 24 de noviembre de 1998 (rec. núm. 2178/1994) (105) ].

En esta misma línea se afirmó que, en materia de reclamación en vía civil de indemnizaciones por padecimiento de depresión a cargo de trabajadora frente a la empresa, a consecuencia de trato indigno, estamos ante una reclamación civil vía indemnizaciones civiles en el marco de la culpa extracontractual [STS, Sala de lo Civil, de 10 de abril de 1999 (rec. núm. 2934/1994) (106) ].

También se argumentó que es competencia del orden jurisdiccional civil el conocimiento de las responsabilidades que dimanan del hecho dañoso derivado de accidente de trabajo por cuanto la demanda se basa en los artículos 1902 y 1903 del CC [STS, Sala de lo Civil, de 13 de julio de 1999 (rec. núm. 3619/1994) (107) ].

Es decir, se llega al absurdo de dejar en manos de la parte actuante la aplicación del criterio competencial, ya que el simple nomen iuris de la demanda como responsabilidad contractual o extracontractual, era el tenido en cuenta para conocer del asunto, generando una gran inseguridad jurídica.

El justiciable no era ajeno a la pugna competencial y a la hora de dirigir su pretensión reparadora, en ocasiones, prefería acudir a la vía civil en lugar de la social, no solo por su mayor generosidad al contemplar la íntegra reparación del daño, sino también por una mayor facilidad probatoria a la hora de acreditar sus pretensiones.

Nos explicamos, el orden jurisdiccional civil consideraba que recaía sobre la empresa la carga de probar las circunstancias elusivas de responsabilidad, bien porque su actuación se acomodara a los deberes de diligencia exigidos, bien porque el suceso era efecto de acciones u omisiones que razonablemente escapaban a su previsión o control [SSTS, Sala de lo Civil, 24 de diciembre de 1997 (rec. núm. 3219/1993); de 10 de febrero de 1998 (rec. núm. 505/94); de 20 de marzo de 1998 (rec. núm. 741/94); de 10 de abril de 1999 (rec. núm. 2934/1994)].

Ello supone que, si bien se sigue exigiendo la concurrencia de culpa, se atenúa tanto en el grado como en la prueba de su concurrencia, llegando incluso a afirmar que se trataría de una responsabilidad cuasi objetiva, lo cual facilitaba al justiciable (trabajador) la carga de probar los hechos que sustentaban su pretensión.

Pero es que además la jurisdicción civil era más favorable desde el punto de vista de la cuantía indemnizatoria, ya que reconocía la compatibilidad entre tal indemnización y las prestaciones de la Seguridad Social [SSTS, Sala de lo Civil, de 22 de julio de 1994 (rec. núm. 2276/1991); de 5 de diciembre de 1995 (rec. núm. 1538/1992); de 13 de julio de 1998 (rec. núm. 1299/1994); de 18 de mayo de 2006 (rec. núm. 3873/1999); de 27 de noviembre de 2006 (rec. núm. 5382/1999); de 25 de marzo de 2011 (rec. núm. 754/2007)].

Por el contrario, la jurisdicción social [vid., entre otras SSTS Sala de lo Social, de 2 de febrero 1998 (rec. núm. 124/97); de 18 de octubre de 1999 (rec. núm. 315/1999) y de 22 de enero de 2002 (rec. núm. 471/01)] al menos en sus inicios, rechazaba esas soluciones objetivas o cuasi objetivas de la jurisdicción civil, sentando sus dictados en una responsabilidad que descansaba en los criterios de culpa o negligencia en su sentido tradicional, de modo que a priori, para exonerar la responsabilidad le bastaba al deudor de seguridad acreditar que actuó con la diligencia de un buen padre de familia (artículo 1104 del CC).

No obstante, hay un punto de inflexión claro en la jurisprudencia que es la conocidísima Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala de lo Civil de 15 de enero de 2008 (rec. núm. 2374/2000) y que por su incidencia sobre la materia merece un punto y aparte en este análisis, al marcar el inicio en la solución de tales desencuentros.

Se pasan a analizar los términos de la Sentencia de 15 de enero de 2008 de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, que marcan como se ha dicho, el inicio de del fin de una disputa que se prolongaba innecesariamente en el tiempo, aproximando la jurisdicción civil posturas a la jurisdicción social, aunque con un resultado incierto como tendremos ocasión de comprobar.

La situación conflictiva en torno a las discrepancias sobre el orden jurisdiccional competente en la atribución competencial para el conocimiento de las reclamaciones derivadas de indemnización de daños y perjuicios era patente tal y como hemos visto.

Ahora bien, a raíz de la sentencia que se analiza [STS, Sala de lo Civil, de 15 de enero de 2008 (rec. núm. 2374/2000) (108) ] se puede afirmar con rotundidad la existencia de un punto y aparte en tales desencuentros, ya que en la misma se sientan las bases de aproximación de criterios en la atribución de competencia a la jurisdicción laboral, con el argumento de que una reclamación de daños y perjuicios que deriva de accidente de trabajo tiene como punto de partida un previo incumplimiento contractual.

Es decir, sigue la sentencia el que denominamos criterio de la imputación, por lo que si el daño se imputa a un incumplimiento laboral (contractual), sea de una norma legal o paccionada, la competencia será del orden jurisdiccional social, mientras que en otro caso la competencia será del orden jurisdiccional civil [STS, Sala de lo Social, de 3 de diciembre de 2015 (rec. núm. 558/2014)].

En esta sentencia se pretende poner fin la inseguridad jurídica generada, y recopilando la evolución jurisprudencial sobre el particular, se recupera nuevamente el argumento de que la responsabilidad que genera un accidente de trabajo es de naturaleza extracontractual, porque se trata de un hecho ajeno al contrato de trabajo. No sin desconocer que ya en la década de los noventa se intentó abrir paso una senda de resolución de estos conflictos que excluía la competencia de la jurisdicción civil cuando la pretensión de indemnización se fundaba en el incumplimiento de normas laborales.

Lo acertado de esta sentencia es que por primera vez la Sala de lo Civil fija con claridad que conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la LOPJ, las reclamaciones por responsabilidad del empresario que sean consecuencia del incumplimiento del contrato de trabajo deben ser competencia de la jurisdicción social y que el ilícito laboral, es decir la infracción del deber de protección es el fundamento para imputar la responsabilidad al empresario.

Sentados los considerandos anteriores, el alto Tribunal lejos de incardinar la actuación como infracción de la normativa laboral (convencional o legal), concluye que no obstante lo anteriormente afirmando, en el concreto caso examinado la competencia corresponde al orden jurisdiccional civil dadas las características especiales del litigio, consistentes en que, junto a las empresas contratistas y subcontratistas se había demandado también a la empresa dueña de la obra y al ingeniero técnico, cuya presencia procesal determina —para evitar dividir la causa y en virtud de la vis atractiva de la jurisdicción civil— que la competencia debe ser asumida por la misma.

La doctrina fijada en esta sentencia tiene repercusión sobre las sentencias venideras, ya que permite que los pronunciamientos posteriores ya no se amparen en el nomen iuris de la demanda sobre la calificación de la naturaleza de la responsabilidad derivada del accidente laboral como presupuesto para declararse competentes o incompetentes, sino que profundiza en la etiología de la norma vulnerada a los efectos de declarar cuál es el orden jurisdiccional competente.

Por ello, en sentencias posteriores se razona [STS, Sala de lo Civil, de 25 de febrero de 2010 (rec. núm. 246/2005) (109) ] que cuando exista un incumplimiento de la relación de contrato de trabajo, debe declararse la competencia de la jurisdicción social, de tal forma que la simple cita en la demanda del Código Civil artículos 1902 y 1903, propios de esta Jurisdicción, no sirven como criterio sustentador de atribución competencial.

6.3.  Posición de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo

Este epígrafe está destinado a analizar la postura que tradicionalmente mantuvo la Sala de lo Social del Tribunal Supremo en torno a la asunción competencial de los litigios derivados de accidente laboral, así como el análisis de las decisiones de la Sala de Conflictos, ante el devenir de los diferentes criterios interpretativos, fundamentalmente de la Sala de lo Civil y Social, a la hora de atribuirse la competencia en el conocimiento de los litigiosos derivados del accidente laboral.

6.3.1.  Postura tradicional sobre la competencia del orden jurisdiccional social

La Sala Social desde un primer momento pone de manifiesto los graves inconvenientes que para el justiciable conlleva esta yuxtaposición de órdenes jurisdiccionales, reconociendo la situación de inseguridad jurídica que ello supone y la consecuente situación de desigualdad para el justiciable [STS, Sala de lo Social, de 30 de septiembre de 1997 (rec. núm. 22/1997) (110) ].

La jurisdicción social asume para sí el conocimiento de estos litigios en un primer momento con base en la idea de que es consecuencia del contrato de trabajo [STS, Sala de lo social, de 30 de septiembre de 1997 (rec. núm. 22/1997) (111) ]. Sostenía la Sala de lo Social que si las reclamaciones normales derivadas de accidentes de trabajo tienen su origen en un mismo hecho causante, es decir un accidente de trabajo sufrido por el trabajador en ejecución del contrato de trabajo, se está ante un conflicto individual, dimanante de aquél, surgido como consecuencia de las relaciones de trabajo y por tanto por imperativo de la ley procedimental, la competencia es del orden jurisdiccional social (112) .

Con posterioridad la jurisprudencia del Tribunal Supremo va a seguir manteniendo el conocimiento de este tipo de litigios con base en el incumplimiento del deber ex lege de seguridad y salud de los trabajadores que corresponde al empresario (artículo 14 de la LPRL) y cuya contravención constituye un ilícito laboral [STS, Sala de lo Social, de 1 de diciembre de 2003 (rec. núm. 239/2003) (113) ].

En efecto, se sostenía que, que el conocimiento de este tipo de pleitos se incardinaba en la norma procedimental vigente en aquél momento, apartado. a) del artículo 2 de la LPL que atribuía al orden social: «Las cuestiones litigiosas que se promuevan entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo». Desde esa perspectiva es irrelevante que la responsabilidad controvertida pueda calificarse, como extracontractual —cuando el acto causante se presenta con entera abstracción de la obligación preexistente o como contractual—cuando el hecho determinante del daño surge dentro de la rigurosa órbita de lo pactado y como desarrollo normal del contenido negocial. Lo decisivo es que el daño se impute a un incumplimiento laboral y no civil. Es decir, si la responsabilidad de las empresas demandadas se deriva, del eventual incumplimiento de la prohibición que establece el art. 43 ET es una infracción laboral y por ello hay que concluir que es competente el orden social de la jurisdicción [STS, Sala de lo Social, de 24 de mayo de 1994 (rec. núm. 2249/1993) (114) ].

Si el incumplimiento de la norma de seguridad se produce en la esfera de influencia del contrato de trabajo (en cuyo campo, el empleador es deudor de tal seguridad) es sin duda alguna competente el orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 22 de junio de 2005 (rec. núm. 786/2004) (115) ].

La jurisdicción social en definitiva mantiene un criterio uniforme defendiendo la competencia del orden jurisdiccional social, siempre y cuando lo que se reproche a estos sea un ilícito laboral [STS, Sala de lo Social, de 22 de junio de 2005 (rec. núm. 786/2004) (116) ].

La argumentación empleada por la Sala de lo Social es que la infracción de una norma estatal o colectiva o de una regla de la autonomía privada o de la costumbre artículo 3 del ET, origina un daño constitutivo de un ilícito laboral, siendo irrelevante que la responsabilidad controvertida pueda calificarse como extracontractual, cuando el acto causante se presenta con entera abstracción de la obligación preexistente, o como contractual; lo decisivo es que el daño se impute a un incumplimiento laboral y no civil [STS, Sala de lo Social, de 24 de mayo de 1994 (rec. núm. 2249/93) (117) ].

Siguiendo esta línea jurisprudencial, se señala que si cualquier persona causa por acción u omisión interviniendo culpa o negligencia, lesiones o daños a uno o varios trabajadores, la responsabilidad se inserta en el campo propio del Derecho Laboral, aunque no exista vinculación contractual alguna entre el responsable y el trabajador, de forma que: «Esta especial responsabilidad extracontractual queda englobada e inmersa en la extensa y compleja materia de la prevención de riesgos laborales en el trabajo y de la seguridad en el mismo» [STS, Sala de lo social, de 22 de junio de 2005 (rec. núm. 786/2004) (118) ].

6.3.2.  La posición de la Sala de Conflictos del Tribunal Supremo

Como es lógico el devenir de las Salas Jurisdiccionales, fundamentalmente la Sala Civil y la Sala de lo Social, determinó la implicación de la Sala de Conflictos de Competencia, por cuanto, como es sabido, los conflictos de competencia entre Juzgados o Tribunales de distinto orden jurisdiccional, integrados en el Poder Judicial (artículo 117 de la CE), se resolverán por una Sala especial del Tribunal Supremo, presidida por el Presidente y compuesta por dos Magistrados, uno por cada orden jurisdiccional en conflicto, que serán designados anualmente por la Sala de Gobierno. Actuando como secretario de esta Sala especial el de Gobierno del Tribunal Supremo (artículo 39 de la LOPJ).

Como regla general, los distintos autos que se iban dictando por la Sala de Conflictos, venían manteniendo una solución contraria a la de la Sala Civil del Tribunal Supremo (Autos de la Sala de conflictos, de 23 de diciembre de 1993; de 4 de abril de 1994; de 10 de junio de 1996; de 21 de diciembre de 2000, de 28 de febrero de 2007 (rec. núm. 367/06)].

Para resolver la problemática planteada, la Sala de Conflictos esgrimía las dos posiciones enfrentadas y el porqué de tal colisión. Recordaba la Sala de Conflictos, que la normativa establecía la compatibilidad entre las prestaciones de la Seguridad Social derivadas de accidente de trabajo con las otras que pudieran resultar (artículo 97.3 de la LGSS), a consecuencia de que el hecho originador del siniestro pudiera implicar responsabilidad civil o criminal de alguna persona, incluido el empresario. Ello daba pie al conflicto jurisdiccional para solventar si la competencia para el conocimiento de esta posible responsabilidad civil venía atribuida a los órganos del orden social de la jurisdicción o a los del orden civil.

Posicionamientos en la cuestión competencial de las jurisdicciones civil/social enfrentados, sobre la base de los siguientes postulados, por un lado, la jurisdicción civil asumía la competencia por el carácter extensivo y residual que le atribuye todas las materias que no estén asignadas a otro orden jurisdiccional.

Por el otro, los Tribunales de lo social ampliaban su área de conocimiento, a todo lo relativo a la rama social del derecho, con base en el artículo 9.5 LOPJ.

La Sala de Conflictos resolvía la liza con un claro candidato ganador, la jurisdicción social, preponderando el elemento de responsabilidad contractual del artículo 1101 del CC, en el sentido de que la responsabilidad aquiliana de los artículos 1902 a 1910 CC tiene un carácter subsidiario y complementario de la contractual. De modo que, cuando el daño se produzca a consecuencia de un hecho que se presenta como infracción de las obligaciones entre partes nace la responsabilidad contractual regulada en los artículos 1101 y ss. CC.

Así desde el momento en que el daño lo causa el accidente de trabajo por la omisión por parte del empresario de las medidas de seguridad legalmente establecidas, este incumplimiento de las obligaciones constituyen contenido esencial del contrato de trabajo, ya que estas obligaciones derivadas de la ley, al incorporarse al contrato de trabajo, su incumplimiento se encuadra en los arts. 1101 y ss. CC: «Lo que impone entender que esta reclamación está comprendida dentro de la rama social del derecho y de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 9.5 de la LOPJ», siendo la competencia para su conocimiento del Juzgado de lo social [Auto de la Sala de Conflictos del Tribunal Supremo de, 4 de abril de 1994 (rec. núm, 17/1993) (119) ].

6.3.3.  Aproximación de posturas, concentración de la causa en el orden jurisdiccional social

En la actualidad, es correcto reconocer que existe una aproximación de posiciones a la hora de atribuir la competencia al orden jurisdiccional social, ya que la regulación legal contenida en la LRJS (artículo 2) es diáfana en la fijación de criterios competenciales.

Se concentra en el orden social de la jurisdicción, la competencia para enjuiciar todas las cuestiones relativas a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, así como conjuntamente a todos los sujetos que hayan concurrido en la producción del daño sufrido por el trabajador en el marco laboral, o en conexión directa con el mismo (artículo 2.b de la LRJS).

Como ya se ha expuesto, la responsabilidad por accidentes de trabajo nace del incumplimiento de una obligación legal, porque la ley está determinando el contenido obligacional del contrato de trabajo (artículos 4,5,19 del ET).

La obligación de seguridad pertenece al ámbito estricto del contrato de trabajo, porque forma parte del contenido contractual al establecerlo la LPRL en el artículo 14. Se trata de una obligación general de diligencia incorporada por ley al contenido del contrato de trabajo [STS, Sala de lo Civil, de 15 de enero de 2008 (rec. núm. 2374/00) (120) ].

Aunque parecía que, con esta afirmación, la competencia para conocer de las indemnizaciones de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo recaía en la jurisdicción social. La solución no estaba definitivamente cerrada ya que se residenciaba la competencia en el orden jurisdiccional civil en los supuestos de intervención de terceros extraños a la relación laboral en aplicación del principio de vis atractiva y unidad de causa.

Por ello, en sentencias relativamente recientes, se ha mantenido la competencia del orden jurisdiccional civil para conocer de este tipo de pretensiones [STS, Sala de lo Civil, 20 de octubre de 2011 (rec. núm. 1637/2008) (121) ].

A pesar de ese afán expansivo de la jurisdicción civil, la jurisprudencia social se ha mantenido unánime y firme a la hora de confirmar la atribución competencial del orden jurisdiccional social [SSTS, Sala de lo Social, de 22 de junio de 2005 (rec. núm. 786/2005); de 13 de octubre de 2011 (rec. núm. 4302/2010)].

6.3.4.  Últimos desencuentros entre la jurisdicción social y civil

Como se ha indicado, cuando parecía estar superada la controversia suscitada en torno al orden jurisdiccional competente, primero por la propia evolución jurisdiccional cuyo exponente culmina en la reseñada STS, Sala de lo Civil de 15 de enero de 2008 y segundo tras la entrada en vigor de la LRJS (artículo 2 clarificando la materia al atribuir al orden social las pretensiones derivadas de accidentes laborales), aún perviven ciertos desencuentros entre ambas jurisdicciones (civil y social) cuando intervienen terceros ajenos a la relación laboral.

La jurisdicción civil sigue recurriendo al argumento de que debe asumir el conocimiento de estos asuntos so pretexto de no fomentar la división de la causa. La jurisdicción social sin embargo incide en el hecho de que la controversia es laboral incluso aunque haya personas que ninguna relación laboral tengan con el trabajador.

La concurrencia de terceras personas ajenas al contrato no desvirtúa el hecho de que la obligación contractual de seguridad se extienda a toda la esfera de influencia del contrato de trabajo, en cuyo campo el empleador es deudor de seguridad (artículo 17 de la LPRL), con independencia de que en la producción del accidente haya habido, como es frecuente que ocurra, intervención negligente de tercero que no tenga vinculación contractual con el trabajador [STS, Sala de lo Social, de 30 de octubre de 2012 (rec. núm. 2692/2011) (122) ].

Es decir, la intervención de terceros ajenos a la relación laboral, no implica que se sustraiga del conocimiento de la pretensión al orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 21 de septiembre de 2011 (rec. núm. 3821/10) (123) ].

En la reclamación de daños y perjuicios derivados de enfermedad profesional por parte no del trabajador sino de los perjudicados, por fallecimiento de aquél, también se plantearon dudas en torno a si esa suerte de responsabilidad extracontractual era enjuiciable por parte del orden jurisdiccional social [STS, Sala de lo Social, de 13 de octubre de 2011 (rec. núm. 4302/10) (124) ].

La jurisdicción social entiende que es el empleador quien asume la obligación en el contrato de trabajo de garantizar la seguridad y salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. Esta obligación supone que la inobservancia de las normas de prevención constituye un incumplimiento contractual que da entrada al orden jurisdiccional laboral. Por tanto, se concentra en el orden social de la jurisdicción la competencia para enjuiciar todas las cuestiones relativas a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, así como conjuntamente a todos los sujetos que hayan concurrido en la producción del daño sufrido por el trabajador en el marco laboral, o en conexión directa con el mismo.

La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, no comparte tal argumentación y sigue sosteniendo que es la jurisdicción competente para conocer de una acción de daños y perjuicios derivada de accidente de trabajo en la que intervienen terceros ajenos a la relación laboral, paradigma de tal fundamentación es el caso URALITA que se pasa a exponer [STS, Sala de lo Civil, de 3 de diciembre de 2015 (rec. núm. 558/2014) (125) ].

La demanda es interpuesta por un grupo numeroso de perjudicados frente a las mercantiles Uralita, SA y Uralita Sistemas de Tuberías, SA, en ejercicio de la acción de responsabilidad civil extracontractual derivada de los daños ocasionados a trabajadores y a familiares de estos producidos por el amianto, material empleado por las empresas demandadas. La demanda se planteó inicialmente ante la jurisdicción civil y esta declara la falta de competencia, al entender que su conocimiento corresponde a los tribunales del orden jurisdiccional social. Únicamente estima competente a la jurisdicción civil para conocer de las reclamaciones que formularon tres perjudicadas, ya que en estos casos sufrieron los daños derivados del amianto como consecuencia de su exposición al manipular la ropa de trabajo de sus maridos, trabajadores de las fábricas de uralita de Getafe y Valdemoro y, en consecuencia, estas perjudicadas se sitúan al margen de relación laboral alguna.

En este aspecto se destaca que la responsabilidad que se imputa: «No se hace descansar únicamente en el riesgo creado por la utilización de un producto como el amianto, sino que se asienta en la omisión de la diligencia extrema que cabía exigirles en atención a un riesgo previsible frente a terceros ajenos a la relación laboral pero que manipulaban la ropa de los trabajadores» (126)  y, por tanto, previsibilidad sustentada en el hecho de que a partir de los años cuarenta se fue teniendo un mayor conocimiento del riesgo que, en general suponía la exposición al polvo de amianto, incluso para terceros ajenos a la relación laboral, al conocer la empresa que podían entrar en contacto con este material, por ocuparse las reclamantes del lavado en su casa de la ropa de trabajo.

Otro desencuentro en torno a quién ostenta competencia sobre el enjuiciamiento de los litigios en materia de reclamación de daños derivados del accidente de trabajo, es el supuesto relativo a las acciones sobre reintegro por responsabilidades entre el empresario deudor de seguridad y los servicios de prevención concertados por el empresario (artículo 14 de la LPRL).

Sobre el particular podría aducirse como argumento en favor de atribuir la competencia al orden jurisdiccional civil que el artículo 3.b de la LRJS dispone que no conocerá el orden jurisdiccional social de: «Las cuestiones litigiosas en materia de prevención de riesgos laborales que se susciten entre el empresario y los obligados a coordinar con éste las actividades preventivas de riesgos laborales y entre cualquiera de los anteriores y los sujetos o entidades que hayan asumido frente a ellos, por cualquier título, la responsabilidad de organizar los servicios de prevención».

Aunque no obstante también se podría fundamentar para atribuir la competencia al orden jurisdiccional social, que se trata de una materia correspondiente a la infracción de normas de prevención de riesgos, en cuyo caso sería de aplicación no solo el artículo 2 de la LRJS, apartado b que habla de: «Acción de repetición» sino también el apartado e, que alude al conocimiento del orden jurisdiccional social cuando se trate de materia de prevención de riesgos laborales.

Como reflexiones finales, podemos concluir, una vez expuestos exhaustivamente los encuentros y desencuentros jurisprudenciales sobre la concurrencia de jurisdicciones a la hora de atribuirse el conocimiento de los litigios derivados de accidentes de trabajo, que, tras la promulgación de la LRJS de 2011, el margen para asumir la competencia en materia de accidentes de trabajo por la jurisdicción civil se ha reducido drásticamente.

Es el orden jurisdiccional social el que se erige como competente, también en aquellos casos dudosos en los que pudieran intervenir terceras personas ajenas a la relación laboral. En efecto, el deber de protección del empresario garantizando la seguridad y salud de su trabajador es un imperativo legal (artículo 14 de la LPRL), cuyo conocimiento compete a la jurisdicción social, y que alcanza a todos aquellos intervinientes, tengan o no conexión con la relación laboral. Todo ello respaldado por los principios procesales de seguridad, igualdad y unidad de la causa (artículos 9.3 y 14 de la CE).
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